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España como país de tránsito.  

El caso de la emigración portuguesa  

hacia Francia (1957-1974) 

Victor Pereira 

RESUMEN: 

El papel jugado por las autoridades españolas durante uno de los períodos en los 
que Francia experimentó uno de los más intensos flujos migratorios de su historia —la 
inmigración de casi 900.000 portugueses entre 1957 y 1974— aún no ha sido estudiado. 
Y, sin embargo, fue fundamental. Al cesar de prohibir la entrada y el tránsito de portugue-
ses desprovistos de pasaporte, las autoridades españolas influyeron profundamente tanto 
en el volumen como en  la composición del flujo migratorio portugués que se dirigía hacia 
Francia. Este estudio quiere arrojar luz sobre el papel —a menudo minusvalorado— que 
juegan los países de tránsito, contribuir a la historia de España considerada como un país 
de migraciones (emigración/inmigración/tránsito) y contribuir a la deconstrucción de 
nociones de uso común como emigración clandestina, irregular o ilegal. 

Palabras clave: Emigración/inmigración; país de transito; regímenes autoritarios; fronteras; 
policía; clandestinidad. 

 

ABSTRACT:  

The part the Spanish authorities played during one of the most important migra-
tory flow towards France (that is to say the immigration of almost 900.000 Portuguese 
between 1957 and 1974), has not been studied yet, though the Spanish authorities pla-
yed a fundamental role on it. When they ceased to deny the entry into their territory 
and the transit across Spain to Portuguese people who did not hold any passport, the 
Spanish authorities changed deeply the Portuguese migratory flow towards France, both 
in terms of quantity and composition. This research aims to enlighten the function of the 
transit countries, a function that has often been neglected by studies. Its purpose is also to 
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contribute to the migratory history of Spain (emigration/immigration/transit) and to de-
construct common notions such as: clandestine, irregular or illegal migrations. 

Key words: Emigration/inmigration; transit country; dictatorships; borders, police, clandestinity. 
 
 

Hasta hace unos pocos años —antes de que se produjese el auge del sector del 
transporte aéreo y antes de que España comenzase a formar parte de Europa— los por-
tugueses consideraban que el territorio español era, a un mismo tiempo, una barrera y 
un puente; una barrera que, por un lado, les separaba de Europa pero también un puen-
te a través del cual podían llegar a ella. No deberíamos considerar Europa exclusivamen-
te como un espacio geográfico determinado o como una entidad política; también hay 
que tener en cuenta que Europa representaba la modernidad, la democracia, las ideas 
avanzadas —sobre todo a ojos de los intelectuales portugueses que soñaron con París 
durante todo el siglo XIX y buena parte del XX— y también la Europa próspera, con 
sus productos, su mercado de trabajo y sus salarios. Para los portugueses que deseaban 
marcharse del país para trabajar en Europa, España podía llegar a convertirse en una 
barrera, más o menos infranqueable, o en un puente1. Hoy en día, el mercado de trabajo 
español ha pasado a formar parte de Europa para los miles de trabajadores portugueses 
que se quedan a trabajar en España de forma temporal o permanente2. A partir de la 
década de 1970, España se convirtió asimismo en un país de tránsito (y de destino) para 
los emigrantes de otras nacionalidades, en particular para aquéllos que procedían del 
continente africano; desde entonces, la prensa española se ha hecho eco de forma con-
tinuada de la muerte de migrantes que desde Portugal y desde África encuentran en España el 
trampolín para el tantas veces trágico salto sobre la frontera del Bidasoa3.  

Ya desde el siglo XIX, España comenzó a ser un país de tránsito para los emi-
grantes portugueses que se dirigían hacia América Latina, sobre todo hacia Brasil. 
Millares de portugueses se embarcaban en Vigo para escapar así de las restricciones 
impuestas a la emigración por las autoridades del país —interesadas de manera 
particular en impedir la salida de varones jóvenes en edad de cumplir el servicio 

———— 

 1 Acerca de la doble función de España para Portugal, cf. GUICHARD, F.: “Portugal-Espagne: 
Frontières, identités nationales et stratégies européennes”. Lusotopie 1 (1994), pp. 36-50. En dicho artí-
culo, el geógrafo fallecido en 2002 François Guichart describía de este modo la originalidad de su mira-
da sobre el territorio español: Me gustaría ofrecer mi propia mirada, que es a la vez exterior y atenta. Es la mirada 

de un francés que, después de un cuarto de siglo, no ha cesado de observar Portugal con pasión y prácticamente en exclusi-

va; pero siempre desde el exterior, como un francés que sigue siéndolo. Al observar Portugal, siempre he mirado hacia las 

dos fronteras que me separan de él, y también he mirado hacia España, que se interpone entre mis dos países a la vez que 

los une indisolublemente (p. 36).  
 2 Sobre la emigración portuguesa contemporánea hacia España, véase LOPEZ TRIGAL, L. (coord.): 

La migración de portugueses en España. Universidad de León, León: 1994. Al respecto de los portugueses 
que ya trabajaban en España durante el primer tercio del siglo XX, véase OLIVEIRA, C.: Salazar e a guerra 

civil de Espanha. O Jornal, Lisboa: 1987; BABIANO, J.: “La construcción de una exclusión: extranjería, 
emigración y ciudadanía en la España contemporánea”. En PÉREZ LEDESMA, M.: De súbditos a ciudada-

nos: una historia de la ciudadanía en España. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid: 2008, 
pp.695-721, p. 696. 

 3 “Ciento treinta emigrantes clandestinos murieron ahogados el año pasado en el Bidasoa”. 
ABC, 11 de mayo de 1973. 
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militar4—; aún así, el período durante el cual el territorio español se convirtió en un 
espacio de tránsito casi obligado para los emigrantes portugueses fue el comprendido 
entre los años 1957 y 1974, cuando algo más de 1.100.000 habitantes de Portugal 
emigraron a diferentes países de Europa occidental5. Al igual que ocurrió en España 
hace algunos años, los flujos migratorios portugueses se transformaron de forma 
radical, pasándose de un ciclo de migraciones transatlánticas a uno marcado por la 
tendencia a la emigración hacia países europeos. En este nuevo ciclo, el destino privi-
legiado de la emigración portuguesa dejó de ser Brasil para pasar a ser Francia. Sin 
embargo, el papel jugado por España en la reorientación de los flujos migratorios 
lusos no ha sido apenas estudiado, a pesar de que el análisis de su rol como país de 
tránsito sea fundamental para la comprensión del fenómeno. A lo largo de este artícu-
lo demostraremos que la actitud que adoptaron las autoridades españolas transformó 
profundamente tanto el volumen como la composición de los flujos migratorios por-
tugueses. Nos centraremos —de manera especial— en el estudio de la emigración con 
destino a Francia, ya que este país fue el principal receptor de emigrantes portugueses 
de ese período, durante el cual Francia llegó a acoger cerca de 900.000 emigrantes lu-
sos. Una gran parte de dicho flujo migratorio se produjo de forma irregular (tanto des-
de el punto de vista de las autoridades portuguesas y francesas, como del de las 
españolas); este hecho confirió una gran influencia a las autoridades españolas, que se 
vieron obligadas a gestionar la trashumancia6 de los ciudadanos portugueses que se dirigí-
an a Francia. 

 
 

I.  ESPAÑA COMO BARRERA  

 
La influencia decisiva que ejercieron las autoridades españolas sobre el flujo mi-

gratorio portugués hacia Francia no se debió en exclusiva a la posición de bisagra 
ocupada por el territorio español, sino que fue resultado, sobre todo, de la actitud 
que adoptaron las autoridades lusas con respecto a dicha corriente. Al contrario de lo 
que les ocurre hoy en día a los inmigrantes extracomunitarios que atraviesan España, 
durante ese período no era el país de destino —Francia— el que ponía trabas a la 
movilidad de los emigrantes, sino su país de origen. Un país de origen —Portugal— 
que por entonces lamentaba la permeabilidad de la frontera española. No fue sino a 
partir de los años 70 cuando determinados países de destino comenzaron a repro-
char de forma continuada a las autoridades españolas que no impidiesen la llegada de 
inmigrantes africanos o que llevasen a cabo regularizaciones masivas de extranjeros7. 
Pero en aquellos momentos, el país de destino aceptaba la entrada y la permanencia 
de forma irregular dentro de su territorio de ciudadanos portugueses. La necesidad 

———— 

 4 Sobre la partida desde Vigo de emigrantes portugueses, véase OLIVEIRA MARTINS, J.: Obras 

completas. Fomento rural e emigração. Guimarães editores, Lisboa: 1956. 
 5 Cf. BAGANHA, M. I. B.: “A emigración portuguesa e as correntes migratorias internacionais 

(1855-1974). Síntese histórica”. Estudios migratorios 5 (1998), pp. 9-28, p. 20.  
 6 BIGO, D.: “Gérer les transhumances. La surveillance à distance dans le champ transnational de 

la sécurité”. En GRANJON, M-C. (coord.): Penser avec Michel Foucault. Théorie critique et pratiques politiques. 
Karthala, París: 2005, pp. 129-160. 

 7 Véase, por ejemplo, AUDIBERT, D.: “Espagne: la fin de la terre promise”. Le Point 21, junio de 2007.  
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de mano de obra poco cualificada o sin cualificación, que venía provocada tanto por 
el crecimiento económico que Francia estaba experimentando durante esos años 
como por razones de índole demográfica —estas últimas no exentas de ciertas pre-
ocupaciones de corte racista compartidas por los miembros de algunos sectores de la 
dirigencia política francesa8— inclinó a las autoridades galas a eliminar los obstáculos 
que se presentaban para la llegada y el establecimiento de inmigrantes irregulares 
portugueses en Francia. En octubre de 1965 se abrió un centro de acogida en Hen-
daya, en el que los portugueses desprovistos de pasaporte recibían un primer certifi-
cado de control expedido por las autoridades francesas. Dicho certificado resultaba 
imprescindible para la posterior regularización de su situación, que los portugueses 
podían obtener al encontrar un empleo. La postura francesa frente a la inmigración 
procedente de Portugal favoreció la génesis de cadenas de emigración que se enraiza-
ron en la pujante sociedad de bienestar9 de las áreas rurales lusas, así como la entrada 
clandestina en Francia de miles de portugueses.  

Fueron las autoridades del país vecino quienes generaron el problema del paso clan-
destino de portugueses, como era denominado por las autoridades españolas. En efecto, las 
autoridades portuguesas entorpecían la salida legal del país de buena parte de la pobla-
ción que se dirigía hacia Francia, por medio de la limitación en la concesión de pasa-
portes —documentos de identidad impuestos por los Estados para otorgarse el monopo-
lio de los medios legítimos de desplazamiento10, en detrimento de otras instituciones como las 
autoridades religiosas o las empresas privadas—. En Portugal existían dos tipos de 
pasaportes: uno para el turismo y otro para la emigración y las reglas que dictaban su 
expedición se basaban en supuestos puramente mercantilistas, ya que estaban basadas 
en la conservación de la que se consideraba la principal riqueza de la nación: los hom-
bres, trabajadores a la par que soldados. De este modo, un decreto estipulaba que los 
gobernadores civiles no debían conceder pasaportes de turismo: 

 
aos trabalhadores rurais, operários de qualquer indústria e, de um modo geral, aos profis-

sionais cuja actividade se caracterize pelo predomínio do esforço físico, bem como a qualquer pes-
soa que se julgue ter o propósito de emigrar11. 

 
La Junta da Emigração —el organismo tutelado por el Ministerio del Interior por-

tugués del que dependieron las cuestiones relacionadas con la emigración entre 1947 
y 1970— expedía con parsimonia los pasaportes para los emigrantes. El presidente 
de la Junta, un militar detractor de la emigración de sus conciudadanos hacia Francia, 
fue creando con el correr de los años una serie de ordenanzas administrativas con las 
que se redujo drásticamente el número de individuos que podían salir legalmente del 
———— 

 8 Cf. PEREIRA, V.: “Une migration favorisée. Les représentations et pratiques étatiques vis-à-vis 
de la migration portugaise en France (1945-1974)”. En BLANC-CHALEARD, M-C.; DUFOIX, S.; WEIL, P. 
(coord.): L’étranger en questions du Moyen Âge à l’an 2000. Le Manuscrit, París: 2005, pp. 285-323.  

 9 Cf. SOUSA SANTOS, B.: “O Estado, as relações salariais e o bem-estar social na semiperiferia: o 
caso português”. En SOUSA SANTOS, B. (coord.): Portugal: Um retrato singular. Afrontamento, Oporto: 
1993, pp. 17-56. 

10 TORPEY, J.: L’invention du passeport. États, citoyenneté et surveillance. Belin, París: 2005.  
11 [a los trabajadores agrícolas, a los operarios de ningún tipo de industria ni, de forma general, a los trabajadores 

cuya actividad profesional esté caracterizada por el predominio de la fuerza física; tampoco a ninguna otra persona de la 

que se sospeche que tenga intención de emigrar] Decreto-ley 39.794, de 28 de agosto de 1954. 
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país para trabajar en Francia. Estas prácticas se derivaban de las convicciones mercanti-
listas del presidente de la Junta —un hombre nacido en 1900 que compartía ese tipo de 
tesis con gran parte de sus coetáneos—, de la subordinación de la Junta da Emigração a 
los desiderata de las autoridades municipales —fuertemente presionadas por los nota-
bles locales: grandes propietarios rurales y pequeños o medianos industriales—, y de 
las levas militares provocadas por el estallido de las guerras coloniales en 196112. Todos 
esos elementos fueron los que propiciaron que solamente una escasa minoría de emi-
grantes portugueses pudiese transitar por territorio español llevando consigo un pasa-
porte (fuese éste de emigración o de turismo), a pesar de que en 1963 se hubiese fir-
mado un acuerdo para la emigración entre Francia y Portugal —un tratado que fue 
impulsado por el Ministerio de Asuntos Exteriores portugués y que la Junta da Emigraç-
ão se dedicó a sabotear—. Aquellos portugueses que sabían (gracias a la información de 
la que disponían, generalmente procedente de personas que ya habían emigrado), que 
en Francia podrían encontrar fácilmente un trabajo a cambio del cual recibirían un 
salario más elevado del que ganaban en su país de origen y que después de obtenerlo 
podrían regularizar su situación de cara al Estado francés utilizaban los servicios que 
ofrecían algunas redes de tráfico clandestino de emigrantes, que les ayudaban a cruzar 
la frontera portuguesa, atravesar el territorio español e introducirse en Francia. Las 
grandes sumas de dinero que debían pagar a los guías fronterizos podían ser rápida-
mente conseguidas en Francia gracias, por un lado, a los mejores sueldos que se cobra-
ban allí y, por otro, a los sacrificios que los emigrantes asumían en las condiciones de 
alojamiento, la alimentación y en el recorte de las actividades de ocio.   

No obstante, los portugueses que se dirigían hacia Francia sin tener pasaporte 
estaban infringiendo las leyes a ojos de las autoridades españolas. Al igual que todos 
los Estados contemporáneos, el Estado español ejerce su soberanía controlando las 
entradas y las salidas de su territorio; desde 1817 comenzó a exigir que los extranje-
ros que deseasen entrar o salir del territorio español portasen un salvoconducto y, a 
partir de 1818, pasó a requerir un pasaporte13. Cuando eran detenidos, los portugue-
ses eran juzgados en el marco de la ley de Vagos y Maleantes14, encarcelados y, más 
tarde, devueltos a Portugal, mientras que las penas más severas recaían sobre los 
integrantes de las redes de tráfico de emigrantes. Desde finales de la década de 1950, 
las fuerzas policiales españolas comenzaron a prestar cierta atención al paso clandestino 
de portugueses, como lo demuestra una nota redactada por la Secretaría General Técni-
ca del Ministerio de la Gobernación y fechada en 1966:  

 
con objeto de cortar este tráfico, se ha venido tomando por la Guardia Civil y la Polícia di-

versas medidas con objeto de intensificar la vigilancia y, asimismo, el Tribunal Supremo en sesión 
celebrada con fecha 14 de Diciembre de 1962, acordó ampliar la jurisdicción del Juzgado especial 
de Vagos y Maleantes de Madrid a todo el territorio nacional15. 

———— 

12 Cf. PEREIRA, V.: “La construction du problème de l’émigration. L’élite étatique portugaise et 
l’émigration portugaise vers la France de 1957 à 1974”. Agone 40 (2008). 

13 Cf. BABIANO, J: “La construcción de una exclusión…”, op. cit., p. 698.  
14 Cf. FERNÁNDEZ ASPERILLA, A. I.: “Justicia y sociedad bajo el franquismo: de la ley de vagos y 

maleantes a la ley de peligrosidad y rehabilitación social”. En TUSELL GÓMEZ, J. (coord.): El régimen de 

Franco, 1936-1975: Política y relaciones exteriores, vol. 2. UNED, Madrid: 1993, pp. 87-96. 
15 Nota de la Secretaría General Técnica del Ministerio de la Gobernación al Director General de 

Asuntos de Europa del Ministerio de Asuntos Exteriores, 30 de mayo de 1966, AMAE (Archivo del 
Ministerio de Asuntos Exteriores) R 8339/84. 
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La policía española también perseguía las redes de tráfico de emigrantes —y, de 
forma más general, la emigración clandestina de portugueses hacia Francia— pues 
las relacionaba con la oposición contra el régimen franquista (y/o el salazarista)16. 
Como ejemplo de esto, una nota de la Dirección General de Seguridad con fecha de 
5 de mayo de 1966, relativa a la detención en Francia de catorce portugueses que 
habían atravesado el territorio español de forma clandestina, apuntaba que esta organi-
zación para el paso clandestino de portugueses pudiera ser un conducto utilizado por elementos del 
DRIL17. El DRIL (Directório Revolucionário Ibérico de Libertación) era un grupo 
de oposición poco común, ya que estaba formado conjuntamente por portugueses y 
españoles (entre sus miembros se contaban Humberto Delgado, Henrique Galvão y 
Alberto Bayo, entre otros)18. Formado probablemente en el año 1959, las primeras 
acciones que reivindicó esa organización fueron las bombas colocadas en la sede de 
la Dirección General de Seguridad, en el Ayuntamiento de Madrid y en el Congreso 
Franquista en febrero de 1960; y al año siguiente, consiguió atraer la atención inter-
nacional tomando el transatlántico Santa María cuando navegaba por el Caribe. El 
DRIL, al oponerse tanto al régimen franquista como al salazarista, contribuyó a que 
ambas dictaduras iniciasen un acercamiento; en 1959, un agente de la PIDE (Polícia 
Internacional de Defesa do Estado) ya dejó apuntada en el borrador de un documento la 
necessidade de informações e luta, unidos, visto os anti-Portugal e anti-Espanha estarem ligados e 
juntos na luta contra os nossos países19. 

Según António Rosa Casaco, antiguo agente de la PIDE y eslabón principal entre 
los dos cuerpos de policía política20, las fuerzas de seguridad de ambos paises —que ya 
mantenían buenas relaciones previamente— intensificaron su cooperación. Y no pre-
sentaban únicamente ideas compartidas y prácticas cotidianas21 comunes, sino que además, 
tanto la policía española como la portuguesa consideraban que se enfrentaban al mis-
mo enemigo; de este modo, por medio de la colaboración con sus homólogos del 
país vecino, ambos aparatos de represión no estaban sino persiguiendo el logro de 
sus propios objetivos: la lucha contra la oposición y el mantenimiento del statu quo 
político. Eso es lo que afirmó Camilo Alonso Vega, el Ministro de la Gobernación 
español, con ocasión de su estancia en Portugal durante 1962: los enemigos políticos de 
Portugal son los de España que nos atacan saben que si luchan contra un país alcanzar al otro22.  

———— 

16 Esta vinculación se daba igualmente con el contrabando. Para el caso de Portugal, cf. FONSE-

CA, I.; FREIRE, D.: “’O contrabandista, já se sabe, era da oposição’. Discursos em torno do contraban-
do”. Prohistoria 7 (2003), pp. 51-74. 

17 Nota de la Dirección General de Seguridad al Ministerio de Asuntos Exteriores, 6 de mayo de 
1960, AMAE R 5891/34. 

18 Cf. RABY, D.L.: “O DRIL (1959-1961). Experiência única na oposição ao Estado Novo”. Pené-

lope 16 (1995), pp. 63-86. 
19 [necesidad de información y lucha conjunta, en vista de que los anti-Portugal y los anti-España están coaligados 

y unidos en la lucha contra nuestros países] Borrador sin autor ni fecha (probablemente de 1959), 
IANTT/PIDE/DGS/SC (Instituto dos Arquivos Nacionais — Torre do Tombo/ Polícia Internacio-
nal de Defesa do Estado/Direcção Geral de Segurança/Serviços Centrais) 6431/A CI(2), Intercâmbio 
de informações com a “Dirección General de Seguridad”— Madrid, pasta 6. 

20 ROSA CASACO, A.: Servi a Pátria e acreditei no regime. Edición del autor: 2003, p. 92-93. 
21 BIGO, D.: Polices en réseaux. L’expérience européenne. Presses de Sciences-Po, París: 1996, p. 25.  
22 Informe del Embajador español en Portugal, JOSÉ IBÁÑEZ-MARTÍN, al Ministro de Asuntos 

Exteriores, Fernando María Castiella, 20 de noviembre de 1962, AMAE R 7209/9. 
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También el propio Francisco Franco opinaba que los ataques contra el régimen 
de António de Oliveira Salazar podrían llegar a tener consecuencias en España; eso 
le habría llevado a confesarle a su primo —refiriéndose a la campaña presidencial 
portuguesa de 1958, en la que el candidato de la oposición, el General Humberto 
Delgado, movilizó a las masas e hizo tambalearse al régimen salazarista— que:  

 
lo ocurrido durante el período electoral [de 1958] (...) ha sido grave y seguramente inspi-

rado por las logias de diferentes países americanos y alguna francesa, que, aliadas con los elemen-
tos extremistas, tratan de eliminar al régimen de Salazar para implantar una república democrá-
tica que influyese en el ambiente español para destruir nuestro régimen23.  

 
El régimen de Franco colaboró con el de Salazar no sólo porque las dos dicta-

duras de la Península Ibérica mantuviesen relaciones cordiales, sino porque —como 
creía Franco— el destino de ambas estaba intrínsecamente ligado, tanto, que la una 
no sobreviviría a la caída de la otra.  

Por tanto, ya desde principios de la década de 1960, el temor ante la posibilidad 
de que los sectores de oposición a ambas dictaduras organizasen acciones de algún 
tipo provocó que la vigilancia de las fronteras, del contrabando y de la emigración 
clandestina se politizase profundamente y facilitó que ambas dictaduras colaborasen en 
dicho ámbito. José Ibáñez-Martín, que había sido Ministro de Educación entre 1939 y 
1951 y que desde 1958 desempeñaba el cargo de embajador español en Lisboa, le seña-
ló al Ministro de Exteriores español que no puede ignorarse que las actividades clandestinas de 
contrabando y emigración pueden servir de pretexto para infiltraciones de tipo subversivo, igualmente 
lesivas a ambos paises24. Asimismo, con ocasión de una reunión de diplomáticos españo-
les y portugueses que se celebró en abril de 1961, el contrabando fue definido como 
un motivo de perturbación, en los periodos de intento de agitación que puede llegar a ser un elemento 
al servicio de los que tratan de producir inquietud política25. 

La postura que la policía española adoptó frente al paso clandestino de portugueses se 
derivó, en última instancia, de los contactos que establecieron el Ministro de la Go-
bernación español y su homólogo portugués con ocasión de la visita que realizó el 
primero de ellos a Lisboa en noviembre de 1962. Camilo Alonso Vega había sido 
invitado por Henrique Martins de Carvalho, el Ministro luso de Sanidad y Asistencia 
—y no por el Ministro del Interior portugués—, con el propósito de tratar sobre 
ciertas cuestiones sanitarias. Sin embargo, a lo largo de su estancia, Alonso Vega 
tuvo ocasión de encontrarse con Alfredo Rodrigues dos Santos Júnior, con quien 
intercambió puntos de vista sobre el problema de la emigración clandestina de por-
tugueses hacia Francia. Ya en 1964, el Ministro de la Gobernación le dijo al embaja-
dor portugués en España que, tras el encuentro que había mantenido en Lisboa du-
rante 1962 con Alfredo Rodrigues dos Santos Júnior, él encara problema [de la 

———— 

23 FRANCO SALGADO-ARAUJO, F.: Mis conversaciones privadas con Franco. Planeta, Barcelona: 2005, p. 312. 
24 Informe del Embajador español en Portugal, JOSÉ IBÁÑEZ-MARTÍN, al Ministro de Asuntos 

Exteriores, Fernando Maria Castiella, 2 de mayo de 1961, AMAE R 6567/43. 
25 Actas de las reuniones celebradas entre altos funcionarios de los Ministerios de Asuntos Exte-

riores portugués y español durante los días 16 y 17 de marzo de 1961 en Lisboa, AMAE R 8613/12. 
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emigración clandestina de portugueses] com mesmo interesse encararia se de problema espan-
hol se tratasse e que seus serviços desenvolvem grande actividade26.  

Durante su viaje a Lisboa, Alonso Vega estuvo acompañado por varios altos 
cargos de la policía española, quienes también pudieron conversar con el recién 
nombrado director de la PIDE, Fernando Silva Pais, que había asumido su puesto en 
abril de 1962. El mes de diciembre siguiente, Silva Pais escribía una carta a Carlos 
Arias Navarro, Director General de Seguridad, en la que se alegraba de poder  

 
verificar a óptima colaboração que os serviços da direcção geral da ilustre chefia de Vossa 

Excelência, tem prestado, não só na repressão da emigração clandestina, como também na luta 
contra o Partido Comunista. Temos recebido na fronteira numerosos emigrantes clandestinos e 
alguns responsáveis27.  

 
Al parecer, las autoridades españolas desplegaban mayor celo en la vigilancia de 

la frontera que las portuguesas, como quedó demostrado a principios de 1962, cuan-
do la segunda sección del Secretariado General para la Defensa Nacional de Portugal 
recibió una lista —enviada por la tercera sección del Alto Estado Mayor español— 
de ciudadanos portugueses sin pasaporte que habían sido detenidos en España. Y en 
julio de 1963, el Secretariado General señalaba que: 

 
enquanto que em julho de 1962 o número de casos [de detenciones en territorio es-

pañol de portugueses que no portaban pasaporte] comunicados andava entre 10 e 20, 
em Janeiro do corrente, e respeitante a uma quinzena, são-nos comunicados 87 casos28  

 
Sin lugar a dudas, el volumen de la emigración clandestina había aumentado en-

tre 1962 y 1963, pero no en la misma proporción en la que se habían incrementado 
las detenciones, por lo que podemos concluir que la visita de Alonso Vega contribu-
yó a que las fuerzas de policía españolas intensificasen su persecución de migrantes 
portugueses desprovistos de pasaporte. 

No obstante, no se puede afirmar que el territorio español constituyese una ba-
rrera infranqueable para aquellos portugueses que no disponían de pasaporte, como 
se comprueba por la simple razón de que el número de portugueses desprovistos de 

———— 

26 [encara el problema [de la emigración clandestina de portugueses] con el mismo interés con el que lo encara-

ría si éste se produjese en España y se necesitase que sus fuerzas llevasen a cabo una intensa actividad] Aerograma del 
Embajador portugués en España, Luís Pinto Coelho, al Ministro de Asuntos Exteriores portugués, AL-

BERTO FRANCO NOGUEIRA, 10 de abril de 1964, AHD (Arquivo Histórico Diplomático), EEA 132. 
27 [verificar la inmejorable colaboración que los servicios de la Dirección General que Su Excelencia tan notable-

mente dirige nos han prestado, no solamente persiguiendo la emigración clandestina, sino también en nuestra lucha contra 

el Partido Comunista. Hemos recibido en la frontera a numerosos emigrantes clandestinos, así como a algunos responsa-

bles] Reproducido en VASCO, N.: Vigiados e perseguidos. Documentos secretos da PIDE/DGS. Bertrand, Lis-
boa : 1977, p. 129. 

28 [mientras que en julio de 1962 el número de casos [de detenciones en territorio español de portugue-
ses sin pasaporte] reportados oscilaba entre los 10 y los 20, durante este mes de enero ya hemos tenido noticia de 87 

casos, y esa cifra corresponde sólo a una quincena]. Informe del Adjunto de la 2ª Repartición de la Secretaría 
General de la Defensa Nacional, Carlos Fernando da Cunha Vieira de Araújo, 7 de julio de 1963, 
AMDN/SGDN (Arquivo do Ministério da Defesa Nacional/Secretariado Geral da Defesa Nacional), 
caja 6078/4. 
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dicho documento que entraron en Francia aumentó entre 1957 y 1965. Un extenso 
informe de 17 páginas redactado en octubre de 1963 por la 9ª sección de la Direc-
ción de los Servicios de Información franceses, que se ocupaba de la inmigración clan-
destina de trabajadores portugueses, hacía hincapié en la postura ambigua adoptada al res-
pecto por la policía española:  

 
En la frontera franco-española, los guardias civiles muestran escaso entusiasmo en sus ave-

riguaciones sobre los posibles inmigrantes, pese a que la guardia civil cuenta con un gran número 
de efectivos que les permiten llevar a cabo un intenso despliegue en la línea fronteriza. Se han da-
do casos, recogidos por el Servicio General de Información en Hendaya, en los que algunos inmi-
grantes portugueses han admitido, durante el curso de sus interrogatorios, haber sido sometidos a 
un control poco antes de atravesar la frontera por parte de guardias civiles españoles, quienes les 
permitieron proseguir su camino después de haber comprobado su identidad. Sin embargo, en al-
gunos otros casos, la policía francesa ha conseguido localizar grupos de inmigrantes clandestinos 
portugueses gracias a las informaciones proporcionadas por la guardia civil que, en ocasiones, 
proporciona noticias sobre grupos de portugueses que se han congregado en tal o cual punto de la 
frontera, en el lado español, algunas horas antes de que se introduzcan clandestinamente en nues-
tro territorio. En ciertos casos, nos inclinaríamos a acusarles de complicidad, aunque esto no se 
puede generalizar. Al fin y al cabo, las autoridades españolas de las altas esferas no sienten incli-
nación ante la posibilidad de que se retenga a los inmigrantes portugueses en territorio español, ya 
que las formalidades para su repatriación les resultan demasiado costosas29.  

 
No obstante, en dicho informe no se mencionaba otra de las razones que con-

tribuían a la permeabilidad de la frontera española: la corrupción. Algunas fuentes 
acusaban a los agentes españoles de dejar pasar hacia Francia a los inmigrantes clan-
destinos portugueses a cambio de dinero o bien les acusaban de haberse dejado co-
rromper por las redes de tráfico fronterizo clandestino30. Era probable que los agen-
tes se prestasen a este tipo de prácticas, teniendo en cuenta que los sueldos de los 
guardias civiles eran bajos, por lo que muchos se veían obligados a desempeñar, 
además, una segunda ocupación remunerada31. También, como ya había sido señala-
do por el Servicio General de Información, los costes de la represión (detenciones, 
juicios, repatriaciones, alimentación de los presos, etc.) eran muy altos para las auto-
ridades españolas, a lo que se sumaba que la persecución de emigrantes clandestinos 
portugueses impedía que los policías españoles realizasen otras labores, especialmen-
te las que se requerían para la represión de la oposición al régimen franquista. Así 
que, algunos agentes españoles, en vez de hacer que los emigrantes clandestinos por-
tugueses se convirtiesen en una carga para el Estado español, transformaron dicho 
flujo migratorio en una fuente de ingresos que constituía un magnífico aporte para 
sus magros sueldos. 

———— 

29 L’immigration des clandestins portugais, informe de la Novena Sección de la Dirección de los Servi-
cios Generales de Información, 24 de octubre de 1963, CAC (Centre des Archives Contemporaines) 
0019990312, artículo 17. 

30 Cf., por ejemplo, las acusaciones vertidas por Carlos Fernandes o por Alvaro Morna en sus 
memorias que, por otra parte, no son fuentes fidedignas en todas las ocasiones, FERNANDES, C.: Recor-

dando. O caso Delgado e outros casos. Universitária editora, Lisboa: 2002, p. 18-19; MORNA, A.: O caminho da 

liberdade. Gradiva, Lisboa: 2004.  
31 Cf. DELGADO, J.: Los grises. Víctimas y verdugos del franquismo. Temas de Hoy, Madrid: 2005. 
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Sin embargo, no debemos limitarnos a considerar que la permeabilidad del terri-
torio español estuvo causada en exclusiva por la ineficacia, la falta de celo o por la 
corrupción de las fuerzas del orden españolas, ya que las técnicas utilizadas por los 
guías fronterizos para introducir a los portugueses en Francia también explican en 
gran medida su éxito. Las redes de tráfico de emigrantes obligaban a los portugueses 
sin documentos a viajar de noche dentro de camiones, que a veces estaban destina-
dos al ganado; la prensa de la época —tanto en Francia como en España y Portu-
gal— se ocupaba de este tipo de casos, sobre todo cuando se descubrían decenas de 
portugueses escondidos en camiones entre el ganado o cuando aparecían derrenga-
dos después de largas horas de marcha32. También el paso de la frontera franco-
española se llevaba a cabo en condiciones muy duras: los emigrantes indocumenta-
dos debían escalar a pie los montes pirenaicos, a veces caminando sobre la nieve, 
para así tratar de esquivar los controles policiales y aduaneros. Al parecer, nunca se 
ha llegado a hacer un macabro recuento de los portugueses que murieron durante su 
travesía clandestina, pero quizá ese cómputo podría demostrar que los agentes espa-
ñoles, hasta 1965 y 1966 —e incluso más adelante33—, estuvieron lejos de resultar 
ineficaces y corruptos, y que, algunos de ellos, no dudaron en utilizar sus armas para 
detener tanto a los portugueses que intentaban introducirse clandestinamente en 
Francia como a aquéllos que se ocupaban de conducirles a través de la frontera.  

 
 

II. ESPAÑA COMO PUENTE 

 
El 20 de noviembre de 1965, el jefe del puesto fronterizo de la PIDE en Monç-

ão envió una nota a su superior:  
 

O inspector-chefe do posto da polícia espanhola de Salvatierra de Miño, comunicou-me que 
havia recebido uma circular, datada de 17 do corrente mês, dos seus comandos em Pontevedra e 
emanada da Direcção-Geral de Seguridad, com instruções sobre os emigrantes clandestinos portu-
gueses encontrados indocumentados em Espanha. Pelo que me foi facultado, lendo a referida cir-
cular, verifiquei que a mesma determinava, para de futuro, com o fim de facilitar e por várias 
razões de indoles diferentes, que todo o emigrante clandestino português, sem antecedentes penden-
tes, que fosse encontrado em Espanha à procura de trabalho ou com o fim de atingir a fronteira 
para qualquer país da Europa, não fosse detido, considerando-se para o efeito devidamente do-
cumentado. Ora, com tal determinação e logo que seja do domínio público, nada estranhará uma 
maior afluência de emigrantes clandestinos, uma vez que os riscos são menores34. 

———— 

32 Existen documentales y novelas en las que se relatan estos viajes clandestinos, CHALONGE, C. 
de: O Salto: 1968; VIEIRA, J.: La photo déchirée: chronique d’une émigration clandestine. La Huit: 2001; VIEIRA, J: 
Les gens du salto. La Huit: 2005; VIEIRA, J.: Le pays où l’on ne revient jamais: 2005; BIZARRO F.: Ei-los que 

partem. RTP: 2005; MAZELINE G.: Agripino, une évasion portugaise. O production: 2006. 
33 En el artículo del ABC de 1973 que ya ha sido citado, se pretendía que 80 portugueses habían 

muerto atravesando el río Bidasoa a lo largo de 1972. Esta es una cifra sorprendente ya que, en esa 
época, ni las autoridades francesas ni las españolas impedían que los emigrantes clandestinos portugue-
ses se introdujeran en Francia y ni siquiera los jóvenes menores de 21 años que escapaban de las guerras 
coloniales eran expulsados.  

34 [El inspector jefe de la comisaría de policía española de Salvatierra de Miño me ha comunicado que ha recibido 

una circular con fecha de 17 de este mes, emanada de la Dirección General de Seguridad y que sus superiores le han remi-
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Una semana más tarde, la delegación de Oporto de la PIDE hacía estos comen-
tarios a propósito de la decisión española:  

 
Salvo melhor opinião, trata-se duma medida que vem criar embaraços à solução do grave 

problema da emigração clandestina. Na verdade, um dos grandes obstáculos que até aqui se 
opunham a uma ainda mais volumosa corrente emigratória através da nossa fronteira terrestre, 
era o receio da repressão exercida pelas autoridades espanholas com a detenção e entrega às suas 
congeneres do nosso país de portugueses indocumentados. Uma vez divulgada, porém, a notícia de 
haver cessado essa repressão, o facto não deixará de constituir um incentivo capaz de encorajar até 
os mais hesitantes, que vêem, assim, muito maiores probabilidades de atingirem impunemente os 
países a que se destinam35. 

 
La policía política portuguesa —desde las jerarquías más altas hastas las más ba-

jas— dedujo rápidamente cuáles iban a ser las consecuencias de la nueva postura 
española: el volumen de la emigración clandestina aumentaría y hasta los más indecisos 
—a causa del coste económico de la emigración o dadas las exigencias físicas del 
trayecto que, por ejemplo, hasta entonces habían desincentivado la emigración de las 
mujeres portuguesas— podrían emigrar a salto. El statu quo con el que hasta entonces 
se había sentido tan cómoda la policía política portuguesa estaba a punto de desmo-
ronarse. De hecho, podría parecer que hasta ese momento la policía política de Por-
tugal —encargada de vigilar sus fronteras para combatir la emigración clandestina de 
sus conciudadanos— no se había preocupado demasiado por impedir dicha emigra-
ción36. Aunque desde 1961 las salidas irregulares del país se consideraban un delito 
que podía ser castigado con sentencias de hasta dos años de cárcel, la policía política 
portuguesa nunca emprendió una persecución a gran escala de la emigración clandes-
tina, entre otras razones, porque jamás dispuso de los medios ni de la infraestructura 
necesaria para ello. Ni la PIDE ni la Guardia Fiscal —que dependía del Ministerio de 
Hacienda— tenían hombres ni vehículos suficientes para vigilar la frontera con efi-
cacia y tampoco parece que Salazar, que recibía frecuentemente en su despacho al 
director de la policía política para poder seguir de cerca y dirigir las actividades de ese 

———— 

tido desde Pontevedra, con instrucciones acerca de los emigrantes clandestinos portugueses que han sido encontrados en 

España desprovistos de documentación. A partir de lo que se ma ha comunicado, al leer dicha circular, he comprobado 

que, de ahora en adelante, cualquier emigrante clandestino portugués sin causas pendientes que se halle en España en 

busca de trabajo o en tránsito hacia la frontera para dirigirse a cualquier país europeo, se considerará al efecto debidamente 

documentado y no será detenido. A partir de ahora, en cuanto esta decisión pase a ser de dominio público, no será de 

extrañar que aumente el flujo de emigrantes clandestinos, ya que los riesgos a los que se exponen serán menores]. Informe 
del Jefe del puesto fronterizo de la PIDE en Monção, 20 de noviembre de 1965, IANTT/PIDE/DGS, 
SC proc 218 CI(1), Secretariado Nacional da Emigração, n°1177, pasta 2.  

35 [En mi opinión, se trata de una medida que va a complicar la solución al serio problema de la emigración clan-

destina. En realidad, uno de los grandes obstáculos que hasta ahora impedían que aumentase el flujo migratorio a través 

de nuestra frontera terrestre era la prevención que sentían los emigrantes ante la persecución a la que les sometían las 

autoridades españolas que, hasta ahora, detenían y entregaban a los portugueses indocumentados a nuestras autoridades 

homólogas. Pero en cuanto se divulgue la noticia de que ya no se les va a perseguir, hasta los más indecisos se animarán a 

emigrar, al considerar que van a tener más posibilidades de llegar sanos y salvos a los países a los que se dirigen] Informe 
semanal del Jefe de la delegación de la PIDE en Oporto, Raul Rosa Porto Duarte, 27 de noviembre de 
1965, IANTT/PIDE/DGS, SC proc 218 CI(1), Secretariado Nacional da Emigração, n°1177, pasta 2.  

36 Cf. PEREIRA, V.: “El poder de la impotencia: policías y migración clandestina entre Portugal y 
Francia (1957-1974)”. Política y Sociedad 42/3 (2005), pp.103-120. 
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organismo37, hubiese pretendido en ningún momento impermeabilizar la frontera 
portuguesa para evitar así completamente la emigración.  

La opinión de Salazar sobre la emigración clandestina resulta difícil de colegir, 
ya que el dictador portugués nunca habló con claridad acerca de ese tema. Proba-
blemente, era consciente de que la emigración resultaba beneficiosa para el desarro-
llo económico del país, especialmente después de que Portugal comenzase a formar 
parte, en 1959, de la Asociación Europea de Libre Comercio —que preveía la supre-
sión de las barreras aduaneras que, hasta entonces, habían protegido el poco produc-
tivo tejido industrial portugués—: la salida del país de mano de obra poco cualificada 
y escasamente remunerada obligaría a los industriales a invertir en la mecanización de 
la producción, impulsándose así el aumento de la productividad y, a su vez, las reme-
sas de dinero enviadas por los emigrantes podrían contribuir al desarrollo económi-
co38. En cualquier caso, la emigración no sólo constituía un problema económico, 
sino que se trataba, en primer lugar, de un problema de índole política, ya que los 
patrones del centro y el norte del país —sobre todo los medianos y grandes propie-
tarios agrícolas, así como los empresarios dedicados a las industrias tradicionales 
como, por ejemplo, la textil— se dirigían al gobierno para protestar enérgicamente 
en contra de la emigración, que hacía que los salarios aumentasen, disminuyendo, 
por tanto, su margen de beneficios. Estos sectores también se movilizaron para de-
fender su estatus social, que se veía cada vez más socavado por un fenómeno migra-
torio que conllevaba profundos trastornos en el marco de las jerarquías sociales. 
Aunque las actividades económicas que acabamos de mencionar ya se encontraban 
en pleno declive y a pesar de que la retirada prevista de las barreras aduaneras iba a 
implicar una reestructuración profunda en el seno de esos sectores, Salazar aún in-
tentaba tranquilizar a dichos grupos sociales, ya que eran éstos quienes consituían los 
principales apoyos de su régimen (en particular, los medianos y grandes propietarios 
agrícolas). La tendencia conservadora de las políticas salazaristas derivaba de la cultu-
ra política de corte tradicionalista del dictador portugués, una cultura política que le 
inclinaba, por un lado, a proteger a sectores sociales que ya se encontraban en franca 
decadencia y, por otro, a intentar evitar los sobresaltos que el régimen llevaba su-
friendo desde 1958.  

En ese año, un sector de las elites militares y del clero había manifestado su 
oposición a la dictadura de forma muy explícita, así que Salazar —que ya se acercaba 
a la vejez— no quería enfrentarse, además, a un conflicto con las elites de las áreas 
rurales, sobre todo a partir de 1961, cuando las guerras coloniales y los problemas 
diplomáticos derivados de las mismas pasaron a ser sus prioridades políticas.  

En ese contexto, parece que la persecución a la que las autoridades españolas 
habían sometido a la emigración clandestina se había manifestado como una solu-
ción muy satisfactoria para el régimen portugués. No se podía afirmar que el gobier-
no luso fuese el responsable del éxodo de mano de obra, ya que la emigración se 

———— 

37 Cf. FLUNSER PIMENTEL, I.: A história da PIDE. Circulo de Leitores, Lisboa: 2007, pp. 41-42. 
38 Sobre la utilización de la emigración por parte del régimen franquista para favorecer el desarro-

llo económico, cf. “La emigración como exportación de mano de obra: el fenómeno migratorio a Eu-
ropa durante el franquismo”. Historia social 30 (1998), pp. 63-81; FERNÁNDEZ VICENTE, M.J.: Émigrer 

sous Franco. Politiques publiques et stratégies individuelles dans l’émigration espagnole vers l’Argentine et vers la France 

(1945-1965). Tesis Doctoral, Universidad Paris VII, París: 2004.  
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producía contra su voluntad y a pesar de la vigilancia a la que estaba sometida la 
frontera entre España y Portugal. Sin embargo, sí se ocultaba el hecho de que dicha 
vigilancia se llevaba a cabo con gran escasez de medios y con poco celo por parte de 
los agentes encargados de la misma. De este modo, en realidad, la solución a la emi-
gración clandestina descansaba totalmente sobre la persecución a la que las autorida-
des españolas la sometían; un acoso que provocaba una restricción en el tipo de in-
dividuos que emigraban, a la par que los volvía más vulnerables. Para comenzar, sólo 
los varones emigraban hacia Francia sin pasaporte, arrostrando la dura prueba que 
suponía atravesar clandestinamente el territorio español, mientras que las mujeres se 
veían limitadas a permanecer en el país, sin poder reunirse con sus maridos —a me-
nos que lo hiciesen de forma legal, con las dificultades que eso conllevaba—. Ade-
más, los portugueses que conseguían llegar hasta Francia de forma clandestina se 
veían obligados a endeudarse para poder pagar a los guías fronterizos. Todas esas 
razones llevaban a que estos emigrantes, endeudados y separados de sus familias, una 
vez en Francia fuesen menos proclives a politizarse, a participar en actividades sindi-
cales, etcétera; al mismo tiempo, la escisión de los núcleos familiares favoreció la 
práctica de una migración de mantenimiento39, caracterizada por el envío a Portugal de la 
mayor parte de los ingresos que los emigrantes percibían en Francia. Y así fue cómo 
—gracias a la persecución de la emigración clandestina por parte de las autoridades 
españolas— la dictadura portuguesa trató de conseguir las ventajas procedentes de la 
emigración, reduciendo al mismo tiempo los costes políticos de la misma. 

Desde este punto de vista, puede decirse que la policía política portuguesa había 
subcontratado a las autoridades españolas la represión de los flujos migratorios clandes-
tinos. No obstante, la PIDE había delegado esa función en las fuerzas de seguridad 
españolas unilateralmente, sin consultar con las autoridades del régimen franquista ni 
ofrecerles nada a cambio. Simplemente había desplazado, de forma implícita, la fron-
tera de Portugal hasta los Pirineos, remedando en cierto modo las máximas militares 
portuguesas del período de la Guerra Fría, las cuales señalaban que —ante un hipo-
tético ataque del ejército soviético— la auténtica frontera de Portugal no sería la que 
compartía con España, sino que ésta quedaría desplazada hasta la frontera franco-
española. Esta suerte de subcontrata permitía también un gran ahorro de recursos a la 
policía política portuguesa, que destinaba muy pocos medios económicos a la vigi-
lancia fronteriza. Como opinaba un inspector de la PIDE:  

 
dada a configuração e extensão da fronteira luso-espanhola e a impossibilidade de maior 

vigilância e repressão com os actuais efectivos e meios de que dispomos, funcionava como “travão” 
a vigilância repressiva que as autoridades espanholas exerciam no seu território e a dureza com 
que a mesma era executada. Efectivamente o emigrante clandestino receava os dois ou três meses 
de permanência em prisões espanholas a que se arriscava e que, em cerca de 30% dos casos, podia 
ter como certa40. 

———— 

39 Cf. ROSENTAL, P-A.: “Maintien/rupture: un nouveau couple pour l’analyse des migrations”. 
Annales ESC 6 (1990), pp. 1403-1431. 

40 [dada la configuración y la extensión de la frontera luso-española y teniendo en cuenta que con los medios y 
los efectivos de los que disponemos actualmente  es imposible efectuar una mayor vigilancia fronteriza ni aumen-

tar la persecución [de la emigración clandestina], hasta ahora, lo único que ha servido de “freno” ha sido la vigilancia 

represiva que las autoridades españolas han llevado a cabo en su territorio y la dureza con la que la han ejecutado. Efecti-

vamente, los emigrantes clandestinos temían los dos o tres meses de estancia en un cárcel española a los que se arriesgaban, 
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Las fuerzas represivas de la dictadura portuguesa se movilizaban, sobre todo, en co-
ntra de los movimientos anticolonialistas que se estaban produciendo en sus territorios 
africanos y prestaban poca atención a la salida irregular de emigrantes del pais —sin que 
Salazar les animase tampoco a que dedicasen más esfuerzos para controlar dicho éxo-
do—, ya que contaban con la colaboración de las autoridades españolas. Como comentó 
atinadamente el embajador español a las autoridades franquistas: militarmente la amistad 
hispano-portuguesa permite una frontera desguarnecida, constituyendo una de las razones del éxito 
militar en Angola, donde está concentrado lo mejor de su Ejército y Aviación41.  

Por último, la represión de la que se ocupaban las autoridades españolas permi-
tía que el régimen portugués mantuviese las apariencias ante la opinión pública inter-
nacional. Después de la caída del Eje en 1945, Salazar había intentado ocultar los 
aspectos más represivos de su régimen con el propósito de mantenerse en el poder y 
de conseguir el apoyo de la nueva potencia dominante —Estados Unidos— para la 
conservación del Imperio portugués. Por lo demás, Salazar presintió ya desde 1943 
que la Alemania nazi sería derrotada, por lo que autorizó a Gran Bretaña la utiliza-
ción de bases militares en las Azores. Posteriormente, la Guerra Fría contribuyó a 
que Portugal se insertase en el bloque occidental comandado por los Estados Uni-
dos, a lo que también ayudó el hecho de que Portugal fuera uno de los miembros 
fundadores de la OTAN en 1949. También el apoyo recibido de parte de las demo-
cracias occidentales fue fundamental para el régimen salazarista, especialmente des-
pués de 1961, cuando comenzaron las guerras coloniales, ya que el gobierno portu-
gués necesitaba armamento y equipamientos producidos en esos países para 
continuar combatiendo —un armamento y unos equipamientos que fueron adquiri-
dos a Francia y a la República Federal Alemana, pues ni Estados Unidos ni Gran 
Bretaña apoyaron la política que Portugal adoptó con respecto a sus colonias—. El 
gobierno de Salazar tenía mucho cuidado en mostrarse como un régimen respetuoso 
con las libertades fundamentales para así poder continuar beneficiándose de la ayuda 
francesa y alemana, y temía que los escándalos provocados por la emigración clan-
destina suscitasen campañas de prensa en contra de Portugal, que podrían terminar 
por presionar al gobierno francés para que cesase de apoyar —por medio de la venta 
de armas— a la dictadura salazarista. Para evitarlo, en 1962 se emitió un decreto-ley 
que regulaba la emigración, un decreto que las autoridades portuguesas venáin pro-
metiendo desde... el año 1947.  

En el primer artículo de dicho texto legal se declaraba que: É livre a emigração dos 
cidadãos portugueses, sem prejuízo do disposto no artigo 31° da Constituição Política e nas demais 
leis em vigor42. 

———— 

una condena que podían dar por segura en alrededor del 30% de los casos]. Informe de un inspector de la PIDE al 
Ministro del Interior, ALFREDO RODRIGUES DOS SANTOS JÚNIOR, 12 de octubre de 1966, AMAI (Ar-
quivo do Ministério da Administração Interna), Gabinete del Ministro, caja 308. 

41 Informe del Embajador español en Portugal, JOSÉ IBÁÑEZ-MARTÍN, al Ministro de Asuntos 
Exteriores, FERNANDO MARÍA CASTIELLA, 31 de diciembre de 1962, AMAE R 7212/27. 

42 [Los ciudadanos portugueses son libres de emigrar, sin perjuicio de las disposiciones recogidas en el artículo 31º 

de la Constitución Política y de las demás leyes vigentes]. Artículo primero del decreto-ley 44.427 de 29 de junio 
de 1962, reproducido en CASSOLA RIBEIRO F.: Emigração portuguesa. Aspectos relevantes relativos às políticas 

adoptadas no domínio da emigração portuguesa desde a última guerra mundial, contribuição para o seu estudo. Secreta-
ria de Estado das comunidades portuguesas/Instituto de apoio à emigração e às comunidades portu-
guesa/Centro de estudo, Lisboa: 1986, p. 31.  
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Se trataba de que la opinión pública internacional creyese que Portugal respeta-
ba el derecho a la emigración, uno de los componentes fundamentales de la libertad de los 
ciudadanos43. No obstante, la Junta da Emigração, si bien por una parte había impulsado 
la redacción del decreto que garantizaba la libertad de emigración, por otra no alber-
gaba la más mínima intención de que los portugueses se beneficiasen de esa libertad: 
detrás de las demás leyes vigentes se escondían una multitud de normativas que impedí-
an, de facto, la emigración legal. Otra de las razones por las cuales el régimen de Sala-
zar jamás se planteó la posibilidad de construir un muro o de instalar algún otro tipo 
de dispositivo (como alambradas, etcétera)44 que impidiese que los emigrantes clan-
destinos portugueses burlasen la vigilancia fronteriza estuvo debida, en gran parte, a 
la voluntad de no transmitir una imagen de dictadura represiva; no en balde la edifi-
cación de muros fronterizos se había convertido, después de 1961 —el año en el que 
se levantó el muro de Berlín— en el símbolo de los regímenes totalitarios que impe-
dían la libre circulación de sus habitantes45. Portugal quería evitar, costase lo que 
costase, ser percibido de ese modo por la opinión pública de los estados democráti-
cos: sólo gracias a la actividad de las autoridades españolas, que reprimían la emigra-
ción clandestina del país vecino, el régimen portugués conseguía conciliar lo inconci-
liable. Era la persecución de la policía española la que funcionaba como sustitutivo 
de un muro (o, al menos, de un incremento de la vigilancia fronteriza que obligase a 
los emigrantes sin documentos a utilizar los servicios de las redes de guías fronteri-
zos clandestinos) que el gobierno luso no estaba dispuesto a construir y la que per-
mitía al régimen salazarista seguir fingiendo que respetaba el derecho a la emigración 
sin que éste fuese, en realidad, respetado. 

Pero, ¿por qué adoptaron entonces las autoridades españolas una decisión que, 
previsiblemente, iba a suscitar las protestas del gobierno portugués, además de facili-
tar que aumentasen las entradas de portugueses indocumentados en España? Los 
orígenes del proceso que condujo a la toma de esa decisión por parte de las autorida-
des españolas nos han resultado difíciles de rastrear, ya que no hemos podido con-
sultar todos los archivos que habríamos querido, en particular los del Ministerio del 
Interior en Madrid46. Resulta difícil señalar cuál fue el factor más importante de entre 
todos los que pudieron motivar dicha decisión; no obstante, lo que sí está claro es 

———— 

43 ZOLBERG, A.: “Un reflet du monde. Les migrations internationales en perspective historique”. 
En BADIE, B; WITHOL DE WENDEN, C. (coords.): Le défi migratoire. Questions de relations internationales. 

Presses de la Fondation Nationale des Sciences Politiques, París: 1994, pp. 41–57 y 44-45. 
44 Sobre la influencia de la opinión pública de los países democráticos en la evolución de las téc-

nicas para el mantenimiento del orden en el Portugal salazarista, véase también PALACIOS CEREZALES, 
D: Estado, régimen y orden público en el Portugal contemporáneo (1834-2000). Tesis Doctoral, Universidad 
Complutense de Madrid, Madrid: 2008, p. 451 et seq.  

45 Cf. DOWTY, A.: Closed borders. The contemporary assault on freedom of movement. Yale University Pre-
ss, New Haven: 1987; Green, N.: Repenser les migrations. PUF, París: 2002; TAYLOR, F.: O muro de Berlim. 

13 de Agosto de 1961 – 9 de Novembro de 1969. Tinta da China, Lisboa: 2007. 
46 El 13 de diciembre de 2007, consultamos a la Secretaria General Técnica del Ministerio del In-

terior para saber si los archivos de ese Ministerio contenían documentos relativos a la emigración de portu-

gueses hacia Francia entre 1957 y 1974, a las visitas del Ministro de la Gobernación a Portugal entre 1962 y 1970 y a 
las circulares del Ministerio de la Gobernación sobre la entrada de portugueses en España. El 10 de abril de 2008 se 
nos respondió que revisados los fondos documentales conservados en el Archivo General del Ministerio, el resultado de 

la búsqueda ha sido negativo.  
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que los principales Ministerios que estuvieron involucrados en la misma —el de la 
Gobernación y el de Asuntos Exteriores— estuvieron de acuerdo en adoptarla.  

En primer lugar, hay que mencionar que las autoridades portuguesas ya conocían 
las dificultades que experimentaban las autoridades españolas a causa de la persecución 
de portugueses que transitaban sin documentos por su territorio. En abril de 1964, 
Carlos Fernandes, que en aquel entonces era el director adjunto para las cuestiones 
económicas y consulares del Ministerio de Asuntos Exteriores portugués, pidió al em-
bajador luso en Madrid que solicitase, de nuevo, el apoyo de las autoridades españolas 
en la lucha contra la emigración clandestina de portugueses hacia Francia. Fernandes 
había sido el principal responsable de las negociaciones que, en 1963, habían culmina-
do con la firma del acuerdo sobre mano de obra entre Francia y Portugal, a pesar de la 
oposición de la Junta da Emigraçao que, por lo demás, había acabado saboteándolo por 
medio de la aplicación de las normativas que ponían trabas a la emigración legal. El 
diplomático luso solamente tenía un objetivo: que el Estado portugués se hiciese 
cargo del control de la emigración de sus ciudadanos —el mismo que había persegui-
do durante la firma del tratado de 1963 y el que buscaba con esa solicitud de apoyo a 
las autoridades españolas—. Fernandes no se oponía a la emigración pero temía los 
efectos negativos que ésta pudiera tener sobre la imagen de Portugal en el extranjero y 
tenía miedo de que los emigrantes clandestinos se desnacionalizasen47 en Francia, al no 
poder regresar legalmente a Portugal, por lo que consideraba mejor que el Estado por-
tugués pudiese hacerse cargo de la emigración en vez de que ésta se produjese clandes-
tinamente. Y para que el Estado portugués pudiese controlar dicho fenómeno migra-
torio, Fernandes opinaba que era indispensable tanto que las autoridades francesas 
dejasen de regularizar la situación de los portugueses que entraban de forma clandesti-
na en su territorio como que las españolas persiguiesen de manera eficaz a los ciuda-
danos portugueses sin pasaporte que transitasen por España.  

El embajador portugués en Madrid, después de entrevistarse con Camilo Alon-
so Vega —el Ministro de la Gobernación, muy cercano a Franco— transmitió al 
Ministerio de Asuntos Exteriores de Portugal el contenido de la conversación que 
había mantenido con el alto cargo español. Alonso Vega, después de haber afirmado 
que al regreso de la visita que había realizado a Lisboa en 1962 había movilizado a las 
fuerzas policiales españolas en contra de la emigración clandestina de portugueses, 
confesó encontrarse:  

 
“descorazonado” ao saber que emigrantes clandestinos devolvidos a Portugal são postos em 

liberdade sem qualquer castigo e apenas sob compromisso de não se ausentarem terras suas re-
sidências, resultando daí que alguns são reincidentes uma e mais vezes. Segundo ministro esse tra-
tamento benévolo, aqui já conhecido, pode tirar força moral estes agentes autoridades encarregados 
execução instruções repressão e faz recair sobre eles exclusivamente odioso impedir emigrantes al-
cançarem destino tão desejado. Ainda mesmo ministro declarou encarar com maior satisfação 
eventuais contactos específicos entre autoridades competentes dois países para concertar acção neste 

———— 

47 Sobre las restricciones impuestas a las migraciones como fuente de sedentarización de los emi-
grantes en el país de acogida, cf. MASSEY, D.; DURAND, J.; MALONE, N.: Beyond smoke and mirrors. Mexi-

can immigration in an era of economic integration. Russell Sage Foundation, Nueva York: 2002. 
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sector. Constando-lhe por via não oficial que aí se pensa inclusive vinda Sua Excelência Ministro 
Interior, disse teria maior prazer em formular convite oficial se fosse essa disposição seu colega48  

 
Alonso Vega había señalado ya, con sus palabras, algunas de las razones que 

habían animado al Estado español a abandonar la persecución y el castigo de los 
portugueses desprovistos de pasaporte, pues dicha actividad —muy costosa tanto en 
recursos económicos como en hombres— era como el cuento de nunca acabar. En 
efecto, las autoridades portuguesas no sometían a juicio ni encarcelaban a los emi-
grantes clandestinos que eran repatriados cuando se suponía que éstos aún debían 
cumplir hasta dos años de condena, pues la capacidad de las cárceles en Portugal era 
insuficiente para albergar a todos los delincuentes del país, y ni la policía política ni 
las autoridades judiciales tenían la intención de emplear prácticamente todos sus 
recursos en iniciar diligencias y juzgar a los emigrantes clandestinos. Tampoco le 
resultaba fácil al ministro Alonso Vega obligar a los agentes españoles a que se em-
pleasen con ahínco en la represión del tránsito clandestino de emigrantes mientras 
los beneficiarios principales de sus acciones —la policía y la justicia portuguesas— 
no parecían demasiado empeñadas en castigar a los criminales.  

Con todo, el embajador luso respaldó frente al Ministerio de Asuntos Exteriores 
de Portugal la invitación que había sido formulada por el ministro Alonso Vega a su 
homólogo portugués:  

 
Parecia-me altamente conveniente promover falados contactos directos entre representantes 

autoridades competentes portugueses e espanholas. Exprimiriam do nosso lado por forma ainda 
mais eloquente importância que atribuimos assunto e consituiriam motivo satisfação para com es-
tas autoridades a quem pedimos uma colaboração dificil, pesada e onerosa em nosso quase exclu-
sivo benefício. [....] Ouso ainda informar que me parecia muito boa ideia visita Sua Excelência 
Ministro Interior encabeçando missão portuguesa. Estou crente ser sincero este Ministro Gober-
nación ao afirmar ter satisfação receber seu colega49, 

 
El Ministerio de Asuntos Exteriores portugués tardó algo más de cuatro meses 

en transmitir la propuesta de su embajador en Madrid al despacho del Ministro del 

———— 

48 [’descorazonado’ al enterarse de que los emigrantes clandestinos repatriados a Portugal son puestos en libertad sin 

haberles sido impuesta pena alguna y con el único compromiso de no ausentarse de sus domicilios, con el resultado de que algunos 

de ellos reinciden una o, incluso, más veces. Según el ministro, a causa de ese trato tan benévolo, que nosotros ya conocemos, los 

agentes encargados del cumplimiento de las órdenes [que les indican que deben perseguir el tránsito de portugueses 
sin documentos] pierden su fuerza moral, recayendo sobre ellos en solitario la odiosa [tarea] de impedir que los emigrantes 

alcancen su anhelado destino. El mismo ministro declaró también que encararía con la máxima satisfacción la posibilidad de que 

se produjesen encuentros puntuales entre las autoridades competentes de ambos países para coordinar posibles actividades en ese 

campo. Además, ha recibido noticias a través de cauces no oficiales de que allí se considera la posibilidad de que Su Excelencia el 

Ministro del Interior realice una visita [a Madrid] y afirma que estaría encantado de poder formular una invitación oficial, en el 

caso de que su colega se decidiese [a acudir]]. Aerograma del Embajador portugués en España, Luís Pinto Coelho, 
al Ministro de Asuntos Exteriores portugués, 10 de abril de 1964, AHD, EEA 132. 

49 [Me parece muy conveniente promover contactos directos y personales entre los representantes de las autoridades 

competentes portuguesas y españolas. [Dichas reuniones] nos permitirían expresar de forma elocuente la importancia 

que atribuimos a ese asunto y constituirían un motivo de satisfacción para las autoridades [españolas], a las que les 

solicitamos una colaboración difícil, pesada y costosa, que nos beneficia prácticamente solo a nosotros (...). Me atrevo 

también a informar de que la idea de que Su Excelencia el Ministro del Interior encabece la visita me parece muy buena. 

Creo que el Ministro de la Gobernación es sincero al afirmar que estaría encantado de recibir a su colega]. Ibidem. 
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Interior. Por el contrario, la respuesta de este último apenas se hizo esperar: el 3 de 
septiembre de 1964 Alfredo Rodrigues dos Santos Júnior afirmaba por boca de su 
jefe de despacho que:  

 
“os contactos entre os serviços competente de Espanha e Portugal têm sido frequentes verifi-

cando-se, entre eles, o mais perfeito entendimento e registando-se a melhor cooperação por parte 
das autoridades espanholas em tudo o que respeita à repressão da emigração clandestina dentro 
do quadro das conhecidas e difíceis circunstâncias em que se tem de operar neste particular. Se-
gundo opinião de Sua Excelência o Ministro basta persistir no procedimento até agora adoptado, 
procurando tirar o maior rendimento das boas relações existentes entre as entidades responsáveis, 
não lhe parecendo, portanto, necessário promover qualquer outra diligência sobre a intervenção 
policial no problema da emigração ilegal, que aliás não justificaria, só por si, conversações ao ní-
vel ministerial. Mais me incumbe Sua Exelência de informar de que não tem qualquer funda-
mento a notícia de que tencionaria deslocar-se a Madrid para o efeito, iniciativa que, de resto, 
nunca por ele poderia ser tomada sem préviamente trocar impressões com Sua Excelência o Mi-
nistro dos Negócios Estrangeiros50. 

 
La forma tan poco diplomática en la que el Ministro del Interior portugués de-

clinó la invitación que le había formulado Alonso Vega revelaba la escasa importan-
cia que le concedía a la cuestión de la emigración y a la colaboración que las autori-
dades españolas le ofrecían en dicho ámbito. En sus memorias, Carlos Fernandes 
daba a entender que él mismo había pedido a Rodrigues dos Santos que se desplaza-
se hasta Madrid para mantener una reunión sobre emigración clandestina con su 
homólogo español. Según Fernandes, el Ministro del Interior le habría respondido 
que só o farei para discutir assuntos importantes51. Y aunque no podamos conocer su reac-
ción, es muy probable que a Alonso Vega no le agradase demasiado que su homólo-
go luso rechazase su invitación, así que: ¿para qué molestarse en destinar financia-
ción y medios logísticos a unas actividades cuyo principal beneficiario —el gobierno 
portugués— no apreciaba? Por lo demás, según Fernando María Castiella, era una 
costumbre del servicio diplomático dirigido por Franco Nogueira no darle nunca las 
gracias a España por la ayuda que ésta prestaba a Portugal. Refiriéndose a la solicitud 
que presentó Amnistía Internacional en 1966 para que se le permitiese llevar a cabo una 
investigación en España sobre el asesinato de Humberto Delgado, Castiella —que 
era partidario de que se denegase la solitud, mientras que Fraga Iribarne consideraba 

———— 

50 [los contactos entre las autoridades competentes de España y Portugal se producen con frecuencia; entre ellas re-

ina el más perfecto entendimiento y las autoridades españolas prestan toda la colaboración posible en todo lo que respecta a 

la persecución de la emigración clandestina, teniendo en cuenta las complicadas circunstancias en las que tienen que llevarse 

a cabo dichas actividades. Su Excelencia el Ministro también es de la opinión de que nos basta con continuar con los 

mismos procedimientos que se vienen adoptando hasta este momento, tratando de sacar el mayor partido posible de las 

buenas relaciones existentes entre las entidades responsables. Por lo tanto, no cree que sea necesario incentivar ningún otro 

tipo de diligencias en materia de intervención policial contra la emigración ilegal, ya que este particular, por sí mismo, no 

justifica que se entablen conversaciones a nivel ministerial. Su Excelencia me ha encargado que les informe de que la 

noticia de que tiene intención de desplazarse a Madrid para tratar del asunto carece de fundamento alguno y que, en 

cualquier caso, nunca podría adoptar una iniciativa de esa índole sin antes cambiar impresiones con Su Excelencia el 

Ministro de Asuntos Exteriores]. Informe del Jefe del Gabinete del Ministro del Interior, MÁRIO GOUVEIA, 
al Director General de Asuntos Economicos y Consulares del Ministério de Asuntos Exteriores, CAR-

LOS FERNANDES, 3 de septiembre de 1964, AMAI, Gabinete del Ministro, caja 273. 
51 [sólo iría para tratar asuntos importantes]. FERNANDES, C.: Recordando..., op. cit., p. 19. 
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oportuno que se aceptase, para que España quedase así libre de toda sospecha— le 
confesó a Ibáñez-Martín:  

 
conviene que ese gobierno [el portugués] se dé cuenta de las cosas que hacemos en su 

beneficio y de las presiones a las que a veces nos vemos sometidos por ayudarles. (…) Parece como 
si las ayudas que tienen que prestarnos —el facilitar cualquier información sobre lo que ha 
pasado en la NATO en Bruselas— han de ser siempre pedidas por nosotros, mientras que por 
nuestra parte acudimos en su ayuda espontáneamente52.  

 
En opinión de la diplomacia española, Portugal esperaba de España un apoyo 

incondicional —que, en ocasiones, iba en contra de los propios intereses españo-
les— sin ofrecer a cambio ninguna contrapartida y ni siquiera un mínimo agradeci-
miento.  

Sumado a la falta de aprecio que las autoridades portuguesas sentían hacia las 
actividades de las autoridades españolas, aún existía otro problema añadido: ciertos 
sectores de las elites lusas además las culpabilizaban y las criticaban. Dichas críticas 
eran fundamentalmente de dos tipos: por un lado, las posiciones favorables a la emi-
gración por motivos económicos y/o ideológicos (influidas, sobre todo, por la reno-
vación de la doctrina social de la Iglesia católica a partir de las encíclicas del Concilio 
Vaticano II) consideraban que la represión que llevaban a cabo las autoridades espa-
ñolas era demasiado severa y que era inhumano detener y encarcelar a personas que 
se habían endeudado para buscar en el extranjero mejores condiciones de vida para 
sí mismos y para sus familias. Es evidente que a los sectores que defendían el dere-
cho de los portugueses a buscar en el extranjero una vida más digna que la que la 
dictadura salazarista podía o quería ofrecerles les resultaba más sencillo criticar al 
régimen franquista que al gobierno de Salazar, ya que acusar a las autoridades portu-
guesas de ser las auténticas culpables de las dificultades que sufrían los emigrantes 
era bastante más arriesgado. Pero, de hecho, eran las autoridades lusas las que se 
negaban a conceder pasaportes a los miembros de clases populares de Portugal, obli-
gándoles a salir del país clandestinamente y solicitando ayuda a las autoridades espa-
ñolas para que les ayudasen a poner freno a dichas salidas. Además, ese tipo de críti-
cas muy difícilmente habrían superado los dictámenes de los censores si se hubiesen 
intentado expresar en artículos de prensa que, posiblemente, no habrían podido lle-
gar a publicarse. Por otro lado, a aquéllos que deseaban que las autoridades termina-
sen de una vez por todas con el fenómeno de la emigración clandestina, las autorida-
des españolas no les parecían lo suficientemente severas y consideraban que gracias a 
ellas prosperaban las redes de tráfico clandestino de emigrantes. Según este sector, el 
verdadero motor de la emigración clandestina portuguesa era la laxitud de las autori-
dades españolas hacia la misma —sin olvidar el papel que jugaban las regularizacio-
nes masivas de inmigrantes que emprendían cada cierto tiempo las autoridades fran-
cesas—.  

Estos dos tipos de críticas se producían en el seno de la propia administración 
portuguesa. En 1965, el embajador portugués en España comenzó a hacer averigua-

———— 

52 Carta del Ministro de Asuntos Exteriores, FERNANDO MARÍA CASTIELLA, al Embajador espa-
ñol en Portugal, JOSÉ IBÁÑEZ-MARTÍN, 8 de junio de 1966, AGA (Archivo General de la Administra-
ción) 54/6636. 
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ciones acerca del trato que recibían sus compatriotas durante su detención tras haber 
recibido una carta escrita por un miembro del clero portugués residente en Salaman-
ca en la que se quejaba de las condiciones en las que permanecían encarcelados los 
emigrantes lusos en España. Cuando el embajador terminó con su investigación 
concluyó, sin embargo que: les emigrantes clandestinos não parecem ser vítimas de quaisquer 
tratamentos incompatíveis com a sua condição53.  

En opinión de otros, España era el baluarte de las redes de tráfico que organiza-
ban la emigración clandestina. En 1964, Alfredo Rodrigues dos Santos Júnior, en un 
intento por ocultar la inactividad y la ineficacia de los cuerpos de policía que él mis-
mo dirigía, lanzando la responsabilidad del fenómeno de la emigración clandestina 
sobre España —la cabeza de turco habitual de las elites portuguesas54—, le aseguraba al 
Ministro de Asuntos Exteriores portugués, Alberto Franco Nogueira, que:  

 
apesar de se reconhecer que a acção das forças de polícia dependentes deste ministério tem 

sido meritória, foram dadas instruções no sentido de redobrarem de vigilância e activaram as suas 
diligências por forma a tornar mais eficaz ainda essa acção. Todavia, (...) é em Espanha que se 
desenvolve a principal actividade de transporte e passagem de fronteira dos clandestinos, o que em 
parte, pelo menos, é devido à acção repressiva exercida no nosso território sobre os engajadores, 
que se viram forçados a transferir para o país vizinho a sua organização e principal actividade, 
facto que, por outro lado, dificulta a acção das nossas autoridades pela impossibilidade de actua-
rem directamente além fronteiras55. 

 
Este tipo de críticas acabó por trascender desde las oficinas ministeriales hasta la 

prensa portuguesa, que las hizo públicas. En 1965, el director de la misión católica 
portuguesa en París —el ultraconservador Padre José Monteiro Saraiva— afirmaba 
en las páginas del Diário Popular que os verdadeiros engajadores vivem em Espanha, e aqui só 
têm angariadores. Os lucros vão para à Espanha56. Como era de esperar, las críticas publi-
cadas incomodaron al embajador español en Lisboa, quien envió, a su vez, una répli-
ca al Diário Popular:  

———— 

53 [los emigrantes clandestinos no parecen ser víctimas de ningún tipo de trato incompatible con su condición]. In-
forme del Embajador de Portugal en España, Luís Pinto Coelho, al Ministro de Asuntos Exteriores, 
Alberto Franco Nogueira, 11 de noviembre de 1965, AHD, EEA 149.  

54 TELO, A. J.: “A dualidade de um espaço comum”. En Visões de política externa portuguesa. Socie-
dade de Geografia de Lisboa/Instituto Diplomático do Ministério dos Negócios Estrangeiros, Lisboa: 
2005, pp. 197-208, p. 206. 

55 [pese al reconocimiento de que las acciones llevadas a cabo por las fuerzas policiales que dependen de este Minis-

terio han sido meritorias, se han dado instrucciones para que se redoble la vigilancia [fronteriza] y para que se activen las 

diligencias que permitan que dicha vigilancia sea aún más eficaz. Todavía (...) es en España donde se desarrollan las 

principales actividades que conducen al transporte y al paso de la frontera de los clandestinos; eso es debido, en parte al 

menos, a las actividades represivas que se han efectuado en nuestro territorio en contra de los promotores del tráfico de 

emigrantes, los cuales se han visto forzados a trasladar su organización y sus actividades más importantes al país vecino. 

A su vez, este hecho dificulta que nuestras autoridades emprendan acciones al respecto, ya que nos es imposible intervenir 

al otro lado de la frontera].  
Informe del Ministro del Interior, Alfredo Rodrigues dos Santos Júnior, al Ministro de Asuntos 

Exteriores, Alberto Franco Nogueira, 3 de abril de 1964, AHD, EEA 132. 
56 [los verdaderos promotores de este tráfico viven en España; aquí lo único que tenemos son meros intermediarios. 

Los beneficios van a parar a España] “Situações muito penosas para as autoridades espanholas – uma carta 
do embaixador de Espanha”. Diário Popular, 14 de marzo de 1965. 
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estas palavras podem fazer crer que a Espanha está a lucrar com este doloroso negócio da 
emigração clandestina. A realidade é que as autoridades espanholas, a pedido das autoridades por-
tuguesas, têm prestado uma constante e decidida colaboração para reprimir este tráfico. A eficácia 
haverá deixado realmente bastante a desejar, dadas as circunstâncias humanas em que se desenro-
lam estes problemas, as quais levaram o governo espanhol a permitir livremente a saída da mão-de-
obra espanhola. Têm sido aos centos os portugueses detidos, alimentados e conduzidos, por conta da 
polícia espanhola, a fim de serem entregues às autoridades portuguesas, detenções que são muito pe-
nosas para as autoridades espanholas, já que se vêem obrigados a considerar como delito em Es-
panha e para os portugueses, o que não o constitui em relação aos espanhóis. Não crê Vossa Ex-
celência que a frase do Padre Monteiro Saraiva, ao dizer que os lucros vão parar a Espanha, é um 
pouco equívoca e pode parecer que a Espanha está satisfeitíssima e orgulhosa desses ganhos?57. 

 
En el marco de un sistema autoritario en el que existía la censura, lo que la pren-

sa publicaba era responsabilidad del gobierno e Ibáñez-Martín sabía perfectamente 
que detrás de los artículos de prensa que, de forma regular, atacaban a las autoridades 
españolas —ya fuese para criticar su severidad, ya para denunciar su dejadez— se 
encontraban las consignas que el gobierno portugués transmitía a la censura. En 
realidad, podríamos preguntarnos por qué los censores —que eran, con frecuencia, 
miembros del estamento militar— no tachaban este tipo de comentarios tan des-
agradables acerca de las autoridades españolas, mientras que se solían mostrar ex-
tremadamente susceptibles con respecto a otros detalles; probablemente, podríamos 
concluir que las autoridades superiores no habían transmitido ninguna indicación 
sobre ese asunto y que en este tipo de observaciones se manifestaba un sentimiento 
antiespañol profundamente arraigado en las elites portuguesas. 

El comportamiento del gobierno portugués animó al embajador español en Lis-
boa a redactar un decisivo correo —fechado el 15 de noviembre de 1965— dirigido 
a Fernando María Castiella:  

 
Debo decir a Vuestra Excelencia con toda franqueza que, por un lado, las autoridades 

portuguesas, de manera confidencial, solicitan directamente sin pasar por esta embajada, de sus 
colegas españolas estos favores [la persecución de la emigración clandestina portuguesa] 
y, después, guardan un profundo silencio cuando la impopularidad recae sobre las autoridades es-
pañolas. Someto a la consideración de Vuestra Excelencia la conveniencia de que la Policía y la 
Guardia Civil españolas se muestren mucho más liberales con los emigrantes portugueses y dejen 
de hacer favores a las autoridades policiales portuguesas en esta materia tan delicada58.  

———— 

57 [esas palabras podrían hacer creer que España se dedica a beneficiarse con el doloroso negocio 
de la emigración clandestina. La realidad es que las autoridades españolas, a petición de las portuguesas, 
han venido prestando su colaboración constante y decidida para perseguir este tráfico. Es posible que 
su eficacia haya dejado bastante que desear, dados los factores humanos que se ponen en juego en la 
cuestión de la emigración, unas circunstancias que han llevado a las autoridades españolas a permitir a la 
mano de obra española que salga libremente del país. Centenares de portugueses han sido detenidos, 
alimentados, repatriados y entregados a las autoridades lusas por cuenta de la policia española. Y estas 
detenciones son muy complicadas para nuestras autoridades, puesto que se ven obligadas a considerar 
como delito (cometido por los portugueses en España) una actividad que no supone ninguna infracción 
si la emprenden españoles. ¿No considera Su Excelencia que la frase del Padre Monteiro Saraiva, en la 
que insinúa que los beneficios van a parar a España es, cuando menos, equívoca, ya que da a entender 
que España se encuentra encantada y orgullosa de esas ganancias?]. Ibidem. 

58 Informe del Embajador de España en Portugal, José Ibáñez-Martin, al Ministro de Asuntos 
Exteriores, Fernando Maria Castiella, 15 de noviembre de 1965, AGA 54/6635. 
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Como ya hemos visto antes, la circular de la Dirección General de Seguridad en 
la que se ordenaba a los policías españoles que permitiesen a los portugueses indo-
cumentados transitar por el territorio español fue distribuida sólo dos días más tarde. 

En cualquier caso, hay que enmarcar la exasperación del embajador español —que, 
a pesar de todo, era un admirador de Salazar— en el contexto en el que se encontra-
ban las relaciones entre ambos países a mediados de los años 60: a la altura de 1965, 
las relaciones entre ellos eran buenas. Salazar había sido uno de los primeros en 
brindar su apoyo a los militares rebeldes del 17 de julio de 1936• más tarde, en 1939, 
los dos países habían firmado un tratado de amistad y un pacto de no-agresión. Los 
únicos viajes oficiales que Salazar emprendió al extranjero, una vez que asumió la 
presidencia del Consejo, fueron las visitas que realizó a Franco. A pesar de todo, en 
las relaciones luso-españolas aún pervivían numerosas ambigüedades, pues España y 
Portugal seguían viviendo de espaldas entre sí. Muchos miembros de las elites portu-
guesas aún albergaban desconfianza hacia el país vecino, al que siempre habían per-
cibido como una potencia amenazadora, y las relaciones económicas entre ambos 
países eran bastante limitadas. No obstante, en 1965, un acontecimiento vino a mo-
dificar el cordial entendimiento que reinaba entre los dos regímenes: el asesinato, 
durante el mes de febrero, del general Humberto Delgado a manos de agentes de la 
PIDE en territorio español.  

Algunos informadores de la PIDE habían conseguido atraer a Delgado hasta 
Badajoz, con el pretexto de que allí se reuniría con un grupo de militares que estaban 
dispuestos a dar un golpe de Estado en contra de Salazar, pero cuando el General se 
encontraba ya cerca de la ciudad, fue asesinado —junto con su secretaria— por 
agentes de la PIDE que, acto seguido, los enterraron. Pero los cadáveres fueron en-
contrados; y ese descubrimiento puso en un gran aprieto al gobierno español, que no 
había sido avisado por las autoridades portuguesas ni de la operación de la PIDE ni 
de que Delgado había muerto en territorio español. Según Juan Carlos Jiménez Re-
dondo, ni siquiera se había avisado de este hecho a los altos cargos de la policía es-
pañola que mantenían buenas relaciones con la PIDE —y a la que habían autorizado 
a operar en España—59. El asesinato, el enterramiento y el descubrimiento de los dos 
cadáveres en España supusieron un duro golpe para el régimen franquista, ya que, en 
aquel período, una parte de su gobierno —con Fernando María Castiella60 y Manuel 
Fraga Iribarne a la cabeza— deseaba iniciar un acercamiento hacia Europa occiden-
tal y estaba tratando de modificar la imagen de la España de Franco en Europa, una 
imagen que hasta entonces había estado marcada por la guerra civil y la posterior 
represión. Y si bien los demás sectores del gobierno franquista ya se encargaban por 
sí solos de que dicha normalización europea fuese imposible (especialmente después 
de la ejecución de Julián Grimau en 1963)61, lo que parecía verdaderamente intolera-
ble era que fuese el gobierno portugués el responsable de que la mala imagen de Es-
paña se perpetuase en Europa.  
———— 

59 JIMÉNEZ REDONDO, J.C.: El otro caso Humberto Delgado. Archivos Policiales y de información. Junta 
de Extremadura, Mérida: 2003, pp. 236-237. 

60 PARDO SANZ, R.: “La etapa Castiella y el final del régimen, 1957-1975”. En TUSSELL, J; AVILÉS, J.; 
PARDO R. (coords.): La política exterior de España en el siglo XX. UNED, Madrid: 2000, pp. 341-369, p. 349. 

61 Véanse, por ejemplo, las protestas contra esta ejecución que se produjeron en Alemania en, 
SANZ DÍAZ, C.: “Las Movilizaciones de los emigrantes españoles en Alemania bajo el franquismo. Pro-
testa política y reivindicación sociolaboral”. Migraciones y Exilios 7 (2006), pp. 51-80, p. 65.  
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Después de una primera fase de inmovilidad —que se prolongó desde la apari-
ción del cadáver de Delgado hasta que el descubrimiento se hizo público—, el go-
bierno franquista decidió arrojar toda la luz posible sobre el asunto para probar que 
no había estado involucrado en el asesinato y, para conseguirlo, el gobierno permitió 
al juez encargado del caso una gran libertad de acción. El juez español, sin embargo, 
no consiguió que las autoridades portuguesas colaborasen en ningún momento con 
la investigación: el gobierno luso negó haber estado implicado en modo alguno en el 
homicidio e intentó hacer creer al magistrado que Delgado había sido asesinado por 
los comunistas, como resultado de un ajuste de cuentas entre la oposición. Aunque 
las autoridades españolas sabían que el crimen había sido cometido por agentes de la 
PIDE, Salazar encubrió a la policía política portuguesa, cuyos altos mandos negaron 
también haber tenido ningún tipo de responsabilidad en el suceso durante las reu-
niones que mantuvieron con sus homólogos de la Dirección General de Seguridad62. 
Y aún es más, el Ministro de Asuntos Exteriores portugués, que tenía una marcada 
inclinación antiespañola, hizo varias declaraciones públicas que no fueron demasiado 
apreciadas en Madrid. Los encuentros que mantuvo el embajador español en Lisboa 
con Franco Nogueira y con el propio Salazar evidencian que las relaciones entre 
ambos países se estaban volviendo cada vez más tirantes; durante una audiencia con-
cedida por Franco Nogueira a Ibáñez-Martín, el Ministro portugués declaró que la 
investigación dirigida por el juez español se trataba de algo esencialmente político y se 
complace en dar un especial relieve a todos los enemigos políticos de Portugal, muy conocidos la ma-
yor parte de ellos por ser auténticamente unos facinerosos63. En su informe sobre la reunión, el 
diplomático español añadía: Por lo visto, Don Antonio [Salazar] debe de estar muy irritado, 
porque el ministro, intermitentemente, respira muy irritado también al hablar de la cuestión64. Del 
mismo modo, las relaciones entre los cuerpos de la policía política de ambos países 
se volvieron mucho menos amistosas, puesto que la PIDE seguía mintiendo a su 
organismo gemelo en España, después de haberlo traicionado: varios agentes de la 
PIDE afirmaron a sus homólogos españoles que el asesinato había sido cometido 
por los comunistas cuando la Dirección General de Seguridad ya sabía que el crimen 
había sido perpetrado por agentes la PIDE. 

El caso Delgado venía a añadirse a un período que había estado marcado por las 
diferentes políticas aplicadas por las dos dictaduras frente al problema de la descolo-
nización de sus respectivos territorios. España —que conservaba un imperio colo-
nial mínimo después de las pérdidas territoriales de 1898— no se oponía con la 
misma fiereza que Portugal a que la mayor parte de lo que quedaba de sus colonias se 
independizase, una política que permitió a las autoridades españolas mantener bue-
nas relaciones tanto con los países árabes como con los del Tercer Mundo, además 
de legitimar sus pretensiones sobre Gibraltar. En efecto, el gobierno español estaba 
interesado en demostrar que Gran Bretaña se negaba a descolonizar el Peñón y de-
volvérselo a España65, por lo que en ocasiones, a las autoridades españolas les resul-

———— 

62 Cf. DELGADO ROSA, F.: Humberto Delgado. Biografia do General sem medo. A Esfera dos Livros, 
Lisboa: 2008, pp. 1167-1174. 

63 Informe del Embajador de España en Portugal, José Ibáñez-Martin, al Ministro de Asuntos 
Exteriores, Fernando Maria Castiella, 6 de mayo de 1965, AMAE R 8183/8.  

64 Ibidem. 
65 Sobre la política exterior española, cf. PARDO SANZ, R.: “La etapa Castiella…”, op. cit. 
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taba complicado acceder a las solicitudes de apoyo del gobierno portugués, que pre-
tendía que España apoyase su política colonial, especialmente con motivo de las vo-
taciones en la Asamblea General de las Naciones Unidas. Con todas estas razones 
combinadas, podemos hacernos una idea de por qué la Dirección General de Seguri-
dad —posiblemente después de que el Ministerio de Asuntos Exteriores hubiese 
enviado la nota de Ibáñez-Martín al Ministerio de la Gobernación— ordenó a sus 
agentes que dejasen de colaborar con las autoridades portuguesas buscando y dete-
niendo a los ciudadanos portugueses que transitaban por territorio español sin dis-
poner de pasaporte.  

La circular del 20 de noviembre de 1965, que derogaba las leyes sobre la entrada 
y la permanencia de extranjeros indocumentados en territorio español se completó 
algunos meses más tarde. El 30 de mayo de 1966, la Secretaría General Técnica del 
Ministerio de la Gobernación envió al Director General de Asuntos de Europa del 
Ministerio de Asuntos Exteriores un proyecto de orden del Ministerio de la Gobernación a las 
direcciones generales de la Guardia Civil y de Seguridad relativo a las normas en relación con los 
emigrantes clandestinos portugueses66. En ese proyecto se recogía la historia del tránsito 
clandestino de portugueses por España, se marcaban cuáles eran las vías por las que 
circulaban y se señalaban los inconvenientes ocasionados por dicho tráfico:  

 
la abundancia de tráfico y los considerables beneficios obtenidos, ya que se exige a los emi-

grantes clandestinos casi siempre cantidades superiores a los 10.000 escudos, ha hecho que este 
ilícito negocio proliferara considerablemente. Pero no es esta explotación el único problema que 
crea la emigración clandestina, sino otros muy diversos de naturaleza humana (como consecuencia 
de las condiciones infrahumanas en que realizan en ocasiones el transporte y el trato que reciben) 
y criminal (por ser numerosos los casos en que se han producido auténticos asesinatos, con inter-
vención directa o indirecta de los guías), aparte de los naturales problemas de índole politica, eco-
nómica y jurídica que estos hechos suponen67.  

 
A continuación, el proyecto admitía que las medidas represivas habían fracasado:  
 

no se ha podido cortar totalmente dicho tráfico a veces por causas enteramente ajenas a 
nuestro país, habiendo supuesto siempre para nosotros considerables gastos y molestias, aparte de 
algunos comentarios injustamente desfavorables. Por todo ello, se hace necesario tomar una serie 
de medidas que, al tener un contenido más flexible y humano, permitan disminuir al mínimo este 
tráfico clandestino y permitan deshacer las poderosas redes internacionales actualmente existen-
tes68.  

 
En dicho proyecto se ponía de manifiesto uno de los principales efectos perver-

sos que la política represiva había provocado hasta entonces: la persecución a la que 
se veían sometidos obligaba a los emigrantes portugueses sin pasaporte a ponerse en 
manos de las redes de tráfico fronterizo, a endeudarse y a viajar en condiciones a 
menudo muy penosas. Era, precisamente, la represión de la emigración clandestina la 
que alimentaba la existencia de redes de tráfico ilícito y los beneficios que éstas con-

———— 

66 Nota de la Secretaría General Técnica del Ministerio de la Gobernacion al Director General de 
Asuntos de Europa del Ministerio de Asuntos Exteriores, 30 de mayo de 1966, AMAE R 8339/84. 

67 Ibidem. 
68 Ibidem. 
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seguían. Pero si bien el endeudamiento y la vulnerabilidad de los emigrantes satisfa-
cía a un sector del gobierno portugués, no ocurría lo mismo con las autoridades es-
pañolas, que no sacaban ninguna ventaja de la situación —a excepción de las venta-
jas que pudiera obtener algún que otro agente de policía corrupto—. Así que, el 
Ministerio de la Gobernación, retomando las quejas —los costes de la represión, la 
falta de agradecimiento de las autoridades portuguesas o las críticas que se vertían en 
la prensa lusa contra las autoridades españolas— que habían motivado la decisión 
tomada en noviembre de 1965, ordenó tanto a la Dirección General de Seguridad 
como a la Dirección General de la Guardia Civil que adoptasen un nuevo procedi-
miento a la hora de detener a ciudadanos portugueses que no tuviesen pasaporte. 

En el caso de que el individuo detenido no llevase consigo un carnet de identi-
dad o cualquier otro documento que permitiese identificarlo, debía ser puesto a dis-
posición del gobernador civil de la provincia en la que se hubiese producido la de-
tención; por el contrario, en caso de que la persona detenida portase algún 
documento que demostrase su identidad, los agentes de la policía debían expedirle 
un pase por el que se le concederá un mes para que encuentre ocupación laboral en territorio español 
o se marche voluntariamente fuera del mismo69. Los agentes debían hacer tres copias del pase 
en cuestión: la primera se le entregaba al emigrante, la segunda debía ser archivada 
por la unidad de policía que había expedido el pase y la tercera debía ser enviada a la 
Dirección General de la Policía. Si el emigrante portugués encontraba trabajo en 
España —algo que sólo ocurría en un pequeño porcentaje de los casos—, debía en-
tregar el pase a su patrón quien, a su vez, tenía que enviarlo a la comisaría de policía 
o al cuartel de la Guardia Civil de la población en la que estuviese instalado el nego-
cio. Por su parte, ya fuese la Policía o la Guardia Civil, debían redactar otro docu-
mento, también por triplicado: una copia debía conservarse en la comisaría o el cuar-
tel que lo hubiese expedido; otra se enviaba a la Dirección General de la Policía o de 
la Guardia Civil; y, la última tenía que ser enviada a la Dirección General de Empleo. 
Este último organismo tenía potestad para decidir que la contratación del trabajador 
extranjero en cuestión no era conveniente y podía proponerle para que ocupase otro 
puesto de trabajo; a su vez, dicho trabajador portugués podía aceptar la nueva ocu-
pación que se le ofrecía o abandonar España en un plazo corto de tiempo. En caso 
de rescisión del contrato laboral, los portugueses recibían un nuevo pase que sólo era 
válido para un mes. Este procedimiento permitía un amplio margen de discrecionali-
dad a la Dirección General de Empleo, ya que se dejaba a su arbitrio la capacidad de 
impedir que un trabajador determinado ocupase un puesto cualquiera, sin que el traba-
jador tuviese la posibilidad de oponerse a la decisión de dicho organismo —que, de 
este modo, podía continuar protegiendo los intereses de los trabajadores españoles y 
combatir el desempleo—. El que la permanencia de los portugueses en España estuviese 
asociada a la obtención de un contrato de trabajo dejaba a estos trabajadores en una 
situación de vulnerabilidad, ya que si sus empleadores rescindían los contratos, a los 
trabajadores portugueses no les quedaba más opción que encontrar un nuevo empleo 
en el plazo de un mes, regresar a Portugal o emigrar a un tercer país. En el proyecto no 
se mencionaba ninguna vía para que los trabajadores portugueses pudiesen escapar a 
ese tipo de trámites derogatorios y fijar definitivamente su residencia en España. Sin 
embargo, la versión final de dicho proyecto —que no nos ha sido posible encontrar—, 
———— 

69 Ibidem. 
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aunque presentase pocas diferencias con respecto al texto original, quizás debía de 
contemplar la integración de los trabajadores portugueses que se incorporaban al mer-
cado de trabajo español por ese camino en las normativas legales que regulaban la es-
tancia y la permanencia de los trabajadores extranjeros en España. 

En el proyecto del Ministerio de la Gobernación aparecían también algunos de 
los prejuicios que existían acerca de la presencia de extranjeros en territorio español:  

 
a todo lo relacionado con este asunto se le prestará la mayor atención, al objeto de cortar la 

posibilidad de que súbditos portugueses permanezcan en España más tiempo del previsto, dedi-
cándose al vagabundeo, actividades ilícitas, o con propensión a caer en ellas, contrariando el espí-
ritu que informan las presentes normas70.  

 
No obstante, la posibilidad que se les ofrecía a los portugueses para encontrar 

un empleo en España demuestra que el mercado de trabajo español —después del 
gran éxodo migratorio de españoles que se habían dirigido hacia los países europeos 
entre 1955 y 1965— se encontraba en condiciones de absorber obreros con poca o 
ninguna capacitación. Los trabajos de López Trigal han revelado que la presencia de 
portugueses en España experimentó cierto grado de crecimiento a partir de la segunda 
mitad de la década de 1960 y que los trabajadores lusos se colocaron, sobre todo, en las 
minas de Asturias, en Madrid y también en la periferia de la capital71. Al igual que había 
ocurrido en Francia, donde una política inmigratoria basada en imaginarios racistas72 
favoreció la llegada clandestina de portugueses al país —en detrimento de la llegada de 
inmigrantes no europeos— podríamos pensar que las autoridades españolas trataron 
de atraer trabajadores portugueses —preferibles a los inmigrantes que provenían de 
otras áreas geográficas, en particular de África— por medio de la derogación de la 
legislación que regulaba la entrada de extranjeros en su territorio. 

El Ministerio de Asuntos Exteriores compartía el punto de vista del Ministerio 
de la Gobernación, por lo que no planteó ninguna objeción. Por lo tanto, a partir de 
agosto de 1966, los policías españoles comenzaron a entregar pases para los portu-
gueses que portasen al menos un documento que demostrase su identidad, muy pro-
bablemente siguiendo los mismos procedimientos dispuestos en el proyecto para el 
establecimiento de portugueses en España. Al igual que en el mes de noviembre del 
año anterior, los jefes de los puestos fronterizos de la PIDE alertaron a sus superio-
res, anticipándoles cuáles serían las consecuencias de la nueva política adoptada por 
las autoridades españolas. El 24 de septiembre de 1966, el jefe del puesto fronterizo 
de la PIDE en Vilar Formoso declaró al director de la policía política que:  

 
fácil é concluir que a emigração clandestina, nomeadamente para França, estava facilitada 

com tal decisão e, demais aumentada se acaso o conteúdo da circular fosse divulgado. Por isso, 

———— 

70 Ibidem. 
71 Cf. LÓPEZ TRIGAL, L. (coord.): La migración de Portugueses..., op. cit. Podemos señalar que dicha 

circular y la posibilidad que ofrecía a los portugueses para trabajar en España estuvieron en vigor duran-
te dos años, antes de que el decreto del 27 de julio de 1968 actualizase las normas que regulaban el 
empleo, el régimen de trabajo y el establecimiento de extranjeros en España. Cf. BABIANO, J.: “La cons-
trucción de una exclusión…”, op. cit, p. 711-712. 

72 Cf. PEREIRA, V.: “Une migration favorisée. Les représentations et pratiques étatiques…”, op. cit. 
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senti-me na obrigação de pedir ao comissário-chefe o mais rigoroso sigílio sobre o assunto, com a 
alegação de que se tal notícia fosse divulgada daria azo a que qualquer cidadão português com re-
lativa facilidade alcançasse Ciudad Rodrigo e Salamanca e daí a sua ida clandestina até França 
ou qualquer outro país73. 

 
A pesar de las esperanzas de ese agente de la PIDE, el rumor circuló en seguida 

y, según las declaraciones de varios agentes de ese mismo cuerpo, las salidas irregula-
res del país aumentaron considerablemente. 

En febrero de 1967, un agente del puesto fronterizo de la PIDE en Quintanilha 
afirmaba lo siguiente:  

 
as autoridades do país vizinho estão a dar tantas facilidades aos clandestinos e não exage-

remos se dissermos que só falta vir buscá-los ao lado de cá. Todos os dias e todas as noites passam 
aqui, a menos de cem metros deste posto, dezenas de clandestinos. Atravessam o rio bem próximo 
daqui e descaradamente dirigem-se ao posto avançado dos carabineiros, no extremo da ponte, on-
de lhe são fornecidos os tais salvo-condutos [...]. O facto aborrece-nos extremamente não só por-
que nada podemos fazer, mas principalmente porque não raras vezes tem servido de “chacota” e 
entendemos que desprestigia esta policia. Por outro lado, os carabineiros e guardas civis dizem-nos 
que têm ordens expressas de deixarem entrar todos os portugueses com ou sem passaporte74.  

 
Tanto este tipo de informes de la PIDE como otros del mismo tenor redactados 

por la Guardia Nacional Republicana llevaron a que Alfredo Rodrigues dos Santos 
Júnior solicitase, en octubre de 1966, al Ministerio de Asuntos Exteriores portugués su: 

 
valiosa intervenção no sentido de se conseguir das autoridades espanholas que ponham ter-

mo as facilidades concedidas na passagem da fronteira as quais contribuem fortemente para o re-
crudescimento da emigração clandestina que se processa com o objectivo de alcançar a França75. 

———— 

73 [es fácil concluir que la emigración clandestina, sobre todo la que se dirige hacia Francia, iba a ser más sencilla 

de emprender y que iba a aumentar aún más si se divulgaba el contenido de la circular. Por eso me sentí en la obligación de 

pedirle al comisario jefe que mantuviese ese asunto en el más absoluto secreto, aduciendo que si la noticia se divulgase daría pie 

a que cualquier ciudadano llegase fácilmente hasta Ciudad Rodrigo o Salamanca para desde allí viajar clandestinamente hasta 

Francia o hasta cualquier otro país] Informe del Jefe del puesto fronterizo de la PIDE en Vilar Formoso al 
Director de la PIDE, Fernando Silva Pais, 24 de septiembre de 1966, IANTT/PIDE/DGS, SC proc 218 
CI(1), Secretariado Nacional da Emigração, n° 1177, pasta 2. 

74 [las autoridades del país vecino están ofreciendo tantas facilidades a los [emigrantes] clandestinos que no exa-

geramos al decir que sólo les falta venir a buscarlos a este lado [de la frontera]. Todos los días y todas las noches, decenas 

de clandestinos atraviesan la frontera por aquí, a menos de cien metros de este puesto. Cruzan el río que pasa por aquí al 

lado y se dirigen descaradamente al puesto avanzado de la policía [española] que queda justo en el otro extremo 
del puente, donde les expiden los pases en cuestión (...). Este hecho nos molesta profundamente, no sólo porque no 

podamos hacer nada al respecto, sino sobre todo porque a menudo nos toman a ‘chacota’, lo que consideramos que supone 

un desprestigio para este cuerpo de policía. Por otra parte, los policías y los guardias civiles [españoles]]. Informe del 
Jefe del puesto fronterizo de la PIDE en Quintanilha, 12 de febrero de 1967, IANTT/PIDE/DGS, SC 
proc 218 CI(1), Secretariado Nacional da Emigração, n° 1177, pasta 2. 

75 [valiosa intervención para conseguir que las autoridades españolas pongan fin a las facilidades que ofrecen para 

atravesar la frontera, unas facilidades que contribuyen con fuerza a que la emigración clandestina con destino a Francia se 

intensifique]. Nota manuscrita del Ministro del Interior, ALFREDO RODRIGUES DOS SANTOS Júnior, sobre un 
informe del Comandante General de la Guardia Nacional Republicana, General Raul de Castro, al Jefe de 
Gabinete del Ministro del Interior, 20 de octubre de 1966, AMAI, Gabinete del Ministro, caja 308. 
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Dos años después de haber declinado la velada invitación que le había formula-
do Alonso Vega para tratar sobre la emigración clandestina, afirmando que por di-
cho asunto no merecía la pena desplazarse hasta Madrid, Rodrigues dos Santos Jú-
nior pedía ayuda a las autoridades españolas, reconociendo de este modo su 
importancia, además de reconocer la inutilidad —y la falta de voluntad— de la poli-
cía dirigida por él mismo para impedir las salidas clandestinas del país.  

Parece que la diplomacia portuguesa había decidido no protestar contra la circular 
que la Dirección General de Seguridad emitió en noviembre de 1965; sin duda, las 
tensas relaciones diplomáticas y la desconfianza que se había instalado en el trato entre 
las policías políticas española y portuguesa como consecuencia de los asesinatos de 
Humberto Delgado y su secretaria no inclinaron a las autoridades lusas a protestar ante 
sus homólogas españolas. Sin embargo, en noviembre de 1966, el Director Adjunto de 
Asuntos Consulares y Económicos portugués envió una nota al embajador español en 
Lisboa y el embajador portugués en Madrid acudió al Palacio de Santa Cruz. El direc-
tor de Emigración y Asuntos Sociales aconsejó tras su visita que:  

 
más prudente que la contestación del Ministerio fuera un acuse de recibo, indicando que se 

estudiará la situación cuidadosamente por las autoridades interesadas en la materia. Ir más lejos 
podría ser contraproducente habida cuenta de que no caben medidas de detención y repatriación 
cuando España es uno de los países creadores del principio de libertad de comunicación en Dere-
cho Internacional; ha aceptado las decisiones de la OCDE sobre liberalización del movimiento 
de mano de obra (organismo del que también es miembro Portugal); ha suscrito numerosos acuer-
dos bilaterales donde no hay inserta regla alguna parecida a la que pide la Embajada portugue-
sa; y finalmente, un 50 por ciento aproximadamente de su emigración es clandestina, sin que por 
ello deje de seguirse una eficaz política de protección y acercamiento de todos los españoles en el ex-
terior, cualquiera que sea su procedencia76.  

 
Esta opinión planteaba un argumento bastante original, ya que convertía a Es-

paña en el pais precursor del reconocimiento del derecho a la emigración —en particu-
lar a las obras de Francisco de Vitoria y Francisco Suárez, en las que se defendía que 
las riquezas terrenales eran propiedad de todos los seres humanos y que los poderes 
temporales no podían impedir a los individuos desplazarse a su antojo—. El director de 
Emigración y Asuntos Sociales empleaba asimismo el argumento de que España 
había aceptado las normativas impuestas por la OCDE en todo lo concerniente a la 
movilidad de la mano de obra y, por último, pretendía demostrar que los Estados po-
dían asistir a sus ciudadanos que se encontrasen en el extranjero aunque éstos hubiesen 
salido de su país de origen de forma ilegal. Este alto cargo español estaba considerando 
el problema de la emigración clandestina portuguesa con la misma perspectiva con la 
que se consideraba la emigración española en el seno de ciertos círculos políticos fran-
quistas—una óptica que contemplaba la modernización económica y la integración de 
la economía española en el marco de Europa occidental—. Así quedaba demostrado 
que un sector de la elite administrativa del Estado español estaba lejos de pensar que 

———— 

76 Nota del Director de Emigración y Asuntos Sociales del Ministerio de Asuntos Exteriores al 
Director de Asuntos Politicos de Europa Occidental del Ministerio de Asuntos Exteriores, 21 de no-
viembre de 1966, AMAE R 8339/84. 
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la emigración irregular de españoles constituyese un grave problema, considerándola 
más bien como un elemento beneficioso para el país77.  

 
 

III.  EL BOOM DE LA EMIGRACIÓN CLANDESTINA DE PORTUGUESES HACIA 

FRANCIA 

 
Las decisiones tomadas por las autoridades españolas durante 1965 y 1966 in-

fluyeron de forma directa sobre el volumen y la composición de la corriente migrato-
ria de portugueses que se dirigían hacia Francia, como lo constataron rápidamente 
las autoridades galas:  

 
Se puede considerar que, desde principios de 1967, el paso de la frontera a través de la cor-

dillera [pirenaica] ha desaparecido prácticamente del todo y que, desde esa fecha, todos los portu-
gueses que han ingresado en Francia sin llevar pasaporte han sido sometidos a un control oficial 
en la frontera. Asimismo, conviene señalar que en un inicio, la inmigración clandestina de portu-
gueses sólo era emprendida por varones relativamente jóvenes —en un arco de edad que iba más o 
menos desde los treinta a los cincuenta años— ya que tenían que realizar la travesía a través de 
las sendas que atraviesan la cordillera. Desde que los requisitos para entrar en Francia se han 
suavizado, numerosas mujeres —por regla general acompañadas de sus hijos— ya no dudan en 
emprender el viaje para reunirse con sus esposos que residen en Francia. En estos momentos, no 
es extraño ver a familias enteras (compuestas por hombres, mujeres, niños y, en ocasiones, hasta 
por ancianos) presentarse en los distintos puestos de control [fronterizo] sin tener más punto de 
destino en Francia que una dirección poco precisa. Mientras durante el curso del año 1967, este 
servicio efectuó controles [fronterizos] a 7.852 inmigrantes [clandestinos] portugueses, ese 
número ha ascendido a más del triple durante 1968 y ya se eleva hasta los 26.69378.  

 
Pero el hecho de que la corriente migratoria clandestina de portugueses hubiese 

comenzado a incluir a partir de esas fechas a ancianos, mujeres y niños no se deriva-
ba únicamente —como pretendía esa nota del Servicio General de Información— de 
la generosidad del gobierno francés sino, en gran medida, de la nueva política de 
tolerancia adoptada por las autoridades españolas, que permitió que familias portu-
guesas enteras comenzasen a emigrar juntas a Francia. A partir de entonces, también 
los menos temerarios, los menos afortunados, los que disponían de menor capital 
social (la herramienta que permitía a los potenciales emigrantes conseguir el dinero 
necesario para pagar a los guías fronterizos u obtener un pasaporte de cualquiera de 
los dos tipos, ya fuese de turismo o de emigración), así como las mujeres y los niños 
pudieron emprender el camino de la emigración clandestina, siguiendo los pasos de 
sus pioneros: los varones jóvenes y los hombres de mediana edad. Bastaba con que los 
emigrantes consiguiesen burlar —por sus propios medios o con la ayuda de guías 
———— 

77 Sobre la emigración irregular de españoles durante los años 60, cf. BABIANO, J.; FERNÁNDEZ 

ASPERILLA, A.I.: El fenómeno de la irregularidad en la emigración española de los años sesenta. Fundación 1º de 
Mayo, Madrid: 2002; SANZ DÍAZ, C.: Clandestinos, Ilegales, Espontáneos... La emigración irregular de Españoles 

a Alemania en el contexto de las relaciones Hispano-Alemanas, 1960-1973. Comisión Española de Historia de 
las Relaciones Internacionales, Madrid: 2004.  

78 Informe de la Dirección de los Servicios Generales de Información franceses, 7 de febrero de 
1969, CAC, n° 19880312, artículo 18. 
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fronterizos— la escasa vigilancia de las autoridades portuguesas para atravesar la 
frontera entre Portugal y España. Una vez llegados al otro lado podían conseguir un 
salvoconducto que les permitía llegar cómodamente (en tren o en autobús) hasta la 
frontera francesa de Hendaya.  

En las memorias de Francisco Cassola Ribeiro, un inspector de la Junta da Emi-
gração que se había especializado en la emigración hacia Francia, se describe no sin 
cierta ironía el cambio de actitud que adoptaron las autoridades españolas frente a la 
emigración clandestina de portugueses y los beneficios que pudieron extraer de ella. 
Según Cassola Ribeiro, antes de 1965 la persecución de la emigración clandestina no 
les ocasionaba más que gastos:  

 
os espanhóis não são parvos. Cedo se deram conta de que, em vez de gastarem o seu dinheiro com 

a prisão dos clandestinos, com a sua alimentação nas cadeias, com o seu julgamento, de novo com a 
prisão e finalmente com a viagem até à fronteira portuguesa —muitas vezes longa de centenas de qui-
lómetres— mais valia extrair do movimento qualquer possível lucro. (...) Perto das fronteiras portugue-
sas e das passagens habituais dos clandestinos, logo postaram a guarda-civil a distribuir salvos-condutos 
que autorizavam os seus detentores a viajar até Irun. A notícia correu célere e logo também a distri-
buição passou a fazer-se na primeira tasca espanhola da localidade mais próxima das fronteiras ou dos 
locais do “salto”. O guarda-civil aí assentava escritório e, sacando generoso o bloco da sacola, distribuía 
profusamente, mui amistosamente, os salvos-condutos, ao mesmo tempo que, emborcando uns copos por 
conta dos beneficiarios, saudava-os, eufórico, com um “bienvendios a España, hombres !”, e lhes indica-
va o caminho da estação onde o comboio esperava e donde confortavelmente partiriam. (...) A clandesti-
nidade portuguesa passou a render mais divisas entradas, mais bilhetes vendidos nos comboios espan-
hóis, mais “turismo” inesperado, nulas despesas com as prisões e com a administração da justiça, nada 
de viagens e de escoltas com o regresso a Portugal dos ‘condenados’79. 

 
Hasta donde sabemos, aún no se han analizado con detenimiento las travesías 

de ida y vuelta de los portugues durante sus viajes a través de España (ni tampoco lo 
han sido las de los trabajadores marroquíes), ni en lo que respecta al estudio de los 
sectores de actividad económica que pudieron dinamizarse gracias a estas rutas ni en 
lo que toca a cómo pudieron afectar (o no) a la planificación de infraestructuras via-

———— 

79 [los españoles no son tontos. Muy pronto se dieron cuenta de que, en lugar de gastar su dinero encarcelando a los 

clandestinos, alimentándolos en prisiones [españolas], juzgándolos, metiéndoles de nuevo en la cárcel y, por último, 

conduciéndolos hasta la frontera portuguesa a veces situada a cientos de kilómetros de distancia , más les valía sacar todo 

el provecho que fuese posible de ese flujo. (...) Pusieron a la Guardia Civil a repartir salvoconductos (que autorizaban a 

sus portadores a viajar hasta Irún) cerca de las fronteras de Portugal, en las inmediaciones de los lugares por los que los 

clandestinos atravesaban habitualmente [la frontera]. La noticia corrió muy deprisa y, en seguida, los pases se empezaron 

a expedir también en la taberna que se encontraba más a mano en el primer pueblo del lado español de la frontera o cerca 

de los sitios en que [los emigrantes clandestinos portugueses] cruzaban ‘a salto’. El guardia civil de turno montaba 

allí su oficina y, sacando un cuaderno de su bolsa, empezaba a repartir pases a diestro y siniestro muy afablemente mien-

tras se metía unas cuantas copas entre pecho y espalda a cuenta de los beneficiarios; les saludaba eufórico con un ‘¡bienveni-

dos a España, hombres!’ y les indicaba el camino a la estación, donde les esperaba el tren en el que partirían cómodamen-

te. (...) La [emigración] clandestina de portugueses empezó a dejar divisas en España: gracias a ella se vendían más 

billetes de tren, aumentó el ‘turismo’ inesperado y, además, cesaron los gastos de cárcel y juicios y se acabaron los viajes en 

los que había que escoltar de regreso hasta Portugal a los ‘condenados’]. CASSOLA RIBEIRO, F.: Sinais exteriores de 

riqueza. Contos que a emigraçao me contou. Secretaria de Estado das comunidades portuguesas/Instituto de 
apoio a emigraçao e as comunidades portuguesas, Lisboa: 1986, pp. 19-20. 
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rias o ferroviarias80; sin embargo, los comentarios de Cassola Ribeiro invitan a iniciar 
nuevas investigaciones en esa línea.  

A partir del mes de marzo de 1965 —cuando las autoridades fronterizas france-
sas y españolas llegaron a un acuerdo para canalizar el flujo migratorio de portugue-
ses—, los emigrantes clandestinos pudieron atravesar la frontera franco-española sin 
necesidad de contratar a un guía ni escalar la codillera pirenaica, ya que les bastaba 
con presentarse de motu proprio ante los agentes franceses, quienes les expedían un 
certificado de que habían pasado el control fronterizo —un certificado que era nece-
sario para su posterior regularización—. Un centro de acogida que fue instalado en la 
estación de Hendaya en octubre de 1965 funcionaba como oficina delegada del ONI; 
en ella se controlaba a los inmigrantes y a sus familias y se les ofrecían contratos de 
trabajo a aquellas personas que no tenían previsto reunirse con ningún familiar que 
ya residiera en Francia o que no tenían conocidos allí a los que acudir en busca de 
ayuda. Gracias a las facilidades que empezaron a ofrecer a la par las autoridades es-
pañolas y las francesas, se redujeron drásticamente tanto las exigencias físicas del 
paso clandestino de la frontera como su coste económico. Según afirmaba Jacques 
Malabat —el director del centro de acogida de Hendaya por el que los portugueses 
entraban en Francia de forma irregular— en 1969, éstos tenían que pagar 4.000 es-
cudos (el equivalente a 800 francos) para atravesar a pie la frontera luso-española, un trayec-
to que tarda entre cuatro y seis horas en realizarse81. Otras fuentes señalan que las cantida-
des que los portugueses tenían que desembolsar por ese mismo trayecto para 
dirigirse hacia Francia clandestinamente ascendían a más de 10.000 escudos a princi-
pios de los años 60 y, según Nuno Rocha82, podían llegar hasta los 16.000.  

Sin las trabas impuestas por las autoridades españolas y con las francesas —que 
habían decidido pagar el precio de la inmigración irregular: la falta de selección de los 
trabajadores en función de criterios profesionales o sanitarios; la falta de control de 
los trabajadores; la formación de barrios de chabolas en la periferia de París o la ex-
plotación de los trabajadores por parte de ciertos patrones)— regularizando a los 
emigrantes de manera casi sistemática, el statu quo que hasta ese momento había re-
sultado tan satisfactorio para los altos mandos de la policía portuguesa —y muy pro-
bablemente también para Salazar— comenzó a desmoronarse. Las protestas portu-
guesas expresadas por vía diplomática no sirvieron de nada y, sin embargo, ni los 
distintos cuerpos de policía ni la Guardia Fiscal hicieron nada por mejorar la vigilan-
cia de la frontera portuguesa. La policía política prefería hacer creer que luchaba 
contra la emigración clandestina difundiendo a través de la prensa algunos casos en 
los que habían sido detenidos miembros de las redes de tráfico fronterizo, aunque en 
algunas regiones los inspectores de la PIDE ya ni siquiera instruían los sumarios de 
los emigrantes clandestinos que eran detenidos: el gobierno de Salazar se limitaba a 
mantener las apariencias.  

———— 

80 Véanse, por ejemplo, los trabajos de Stéphane de Tapia acerca de los viajes de ida y vuelta de 
los emigrantes turcos: TAPIA, S.: “La circulation des hommes et de biens dans le champ migratoire turc. 
Itinéraires et impacts économiques”. En ADELKHAH, F.; BAYART, J-F. (coords.): Voyages du développement. 

Emigration, commerce, exil. Karthala, París: 2007, pp. 33-71.  
81 Informe del Director del Centro de Acogida en HENDAYA, JACQUES MALABAT, sin fecha 

(1969), CAC, n° 19880312, artículo 16. 
82 ROCHA, N.: França. A emigração dolorosa. Ulisseia, Lisboa: 1965. 
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En 1966, se emitió un decreto-ley por el que se endurecían las penas para los 
guías fronterizos y en 1967, la Junta da Emigração anuló unilateralmente el tratado 
relativo a la mano de obra que se había firmado con Francia en 1963 y, con él, se 
puso prácticamente fin a la contratación previa —tanto anónima como personaliza-
da— de trabajadores portugueses en su país de origen. En particular, el 30 de octu-
bre de 1967, el Ministro del Interior luso complicó la regularización de aquellos emi-
grantes que hubiesen salido del país sin pasaporte (ya fuese de emigración o de 
turismo), poniendo fin de ese modo a una de las principales contradicciones del go-
bierno portugués. Si las autoridades portuguesas hubiesen considerado verdadera-
mente la emigración clandestina como un atentado grave contra la soberanía del 
Estado, como un delito o como una desobediencia grave, nunca habrían permitido 
que se produjesen a posteriori regularizaciones de ciudadanos portugueses sin pasa-
porte y, sin embargo, la gran mayoría de los portugueses, una vez fuera del país, con-
seguían normalizar su situación a ojos de las autoridades lusas. 

Para obtener su regularización, los emigrantes clandestinos debían regresar a 
Portugal —para lo que necesitaban obtener de las autoridades consulares un pasa-
porte válido únicamente para regresar a su país de origen—, donde tenían que solici-
tar un pasaporte de emigración cuya expedición podía demorarse varios meses (lo 
que ocasionaba que muchos trabajadores perdiesen sus empleos). Dicha regulariza-
ción simbolizaba al mismo tiempo que el Estado portugués asumía retrospectiva-
mente la salida clandestina de los emigrantes del país y que era ese mismo Estado el 
que ejercía de estímulo fundamental para la perpetuación de la corriente migratoria. 
Por el contrario, si el Estado luso no hubiese normalizado en ningún caso la situa-
ción de los emigrantes que salían clandestinamente del país —impidiendo de ese 
modo que adoptasen una estrategia migratoria “de mantenimiento”, los flujos de 
emigración clandestina probablemente jamás habrían alcanzado las dimensiones a las 
que llegaron. En realidad, estas regularizaciones funcionaban como contrapartida a 
una política que favorecía la emigración clandestina —que ponía límites al tipo de 
personas que salían irregularmente del país y las dejaba en una situación de vulnera-
bilidad—. La normalización a posteriori le permitía al Estado luso ser magnánimo y 
perdonar la falta que habían cometido miles de portugueses, evitando así además que 
sus emigrantes clandestinos cortasen los lazos con su patria. Además, si bien los sec-
tores más conservadores habían criticado la política de contratación legal de los emi-
grantes desde su país de origen, nunca se manifestaron en contra de las regulariza-
ciones retrospectivas, pues favorecían la perpetuación del ciclo represión-tolerancia que 
fomentaba las corrientes migratorias clandestinas.  

No obstante, la política migratoria portuguesa comenzó a cambiar a partir de 
1968, cuando Marcello Caetano asumió la presidencia del Consejo como consecuen-
cia de la incapacidad física de Salazar para seguir ocupando ese puesto. Caetano tenía 
una perspectiva diferente sobre la política de emigración y, en términos más genera-
les, sobre la modernización del país: en su opinión, la modernización no constituía 
una amenaza para la dictadura, sino un instrumento que permitiría al régimen sobre-
vivir. De este modo, ya no se iba a considerar a los emigrantes ni como traidores ni 
como mano de obra imprescindible para la economía portuguesa; al contrario, de 
forma progresiva, esos mismos emigrantes comenzaron a ser considerados como 
héroes y como excedentes de la mano de obra que se exportaban al extranjero tem-
poralmente y que, desde allí, enviaban a Portugal remesas de gran valor. Poco des-
pués de asumir la presidencia del Consejo, Caetano concedió una amnistía para to-
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dos los emigrantes clandestinos portugueses —excepto para aquéllos que habían 
emigrado con el propósito de evadir sus obligaciones militares— que les permitiría 
regresar a Portugal para regularizar su situación. En noviembre de 1969, un decreto-
ley rebajó la categoría penal de la emigración clandestina, que a partir de entonces 
pasó a constituir una simple falta. Desde ese momento, abandonar el país sin dispo-
ner de pasaporte, salir de Portugal con pasaporte falso o utilizar un pasaporte de 
turismo para emigrar dejó de suponer un castigo que podía llegar hasta los dos años 
de prisión (algo que, en cualquier caso, casi nunca sucedía) para pasar a ser una falta 
que se castigaba únicamente con una multa. Las medidas legales adoptadas por Cae-
tano, sumadas a las prácticas de las autoridades españolas y francesas, constituyeron 
un verdadero motor para la emigración clandestina, que entre 1969 y 1971 alcanzó 
proporciones inauditas: durante esos tres años, emigraron hacia Francia alrededor de 
300.000 portugueses desprovistos de pasaporte.   

Entre 1969 y 1971, la política migratoria portuguesa se encontraba en pleno 
proceso de reformulación. A pesar de que el Ministerio del Interior opuso cierta 
resistencia a que se le despojase de la capacidad para gestionar la emigración, la Junta 
da Emigração fue reemplazada en 1970 por el Secretariado Nacional da Emigração, de modo 
que las cuestiones migratorias dejaron de ser competencia del Ministerio del Interior 
para pasar a depender directamente de la presidencia del Consejo. Sin embargo, el 
organismo que iba a controlar de facto la política migratoria iba a ser el Ministerio de 
Corporaciones y de Previsión Social. En ese mismo año, se emitió un decreto-ley 
mediante el cual se permitía que los emigrantes clandestinos regularizasen su situa-
ción a través de los consulados portugueses. No obstante, el objetivo de Alfredo Vaz 
Pinto —Ministro de Estado adjunto a la presidencia del Consejo de Ministros— era el 
mismo que el de Carlos Fernandes algunos años antes: encauzar la emigración por vías 
legales y limitar las salidas clandestinas del país. No se trataba de impedir a la población 
que saliese de Portugal, sino más bien de organizar esas salidas en función de las nece-
sidades de mano de obra que entrañaba tanto el desarrollo económico del país como el 
esfuerzo bélico en las colonias. De este modo, si bien el Estado portugués iba a admitir 
que trabajadores poco cualificados —los trabajadores agrícolas, por ejemplo— emi-
grasen, no iba a pasar lo mismo con las salidas de varones jóvenes en edad de com-
batir en las colonias o con la emigración de trabajadores cualificados. 

El 2 de julio de 1970 el Consejo de Ministros trazó las líneas de la nueva política 
migratoria y, a partir de ese momento, las autoridades portuguesas aceptaron la firma de 
un nuevo tratado sobre mano de obra con el gobierno francés. Las negociaciones fue-
ron largas debido a que algunas de las exigencias francesas (un cupo anual de 75.000 
trabajadores portugueses, por ejemplo) eran inaceptables para el gobierno luso y tam-
bién porque las autoridades francesas no querían comprometerse a interrumpir de for-
ma inmediata la regularización de ciudadanos portugueses que habían ingresado en 
territorio francés sin pasaporte. El presidente de la República Francesa, Georges Pom-
pidou se negó obstinadamente a que Francia se comprometiese a interrumpir esa activi-
dad, ya que deseaba que la inmigración portuguesa sea tan abundante y tan libre como sea posible83; 
después de todo, el presidente francés prefería que la llegada de portugueses a Francia 

———— 

83 Informe del Asesor Técnico de la Secretaría General de la Presidencia de la República, FRAN-

ÇOIS LAVONDÈS, al presidente de la República, Georges Pompidou, 30 de julio de 1970, AN (Archives 
Nationales), AG/5(2)/1059. 
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discurriese por cauces clandestinos, ya que su encauzamiento en el marco de un 
acuerdo sobre mano de obra reduciría sin duda su volumen.  

Sin embargo, ambos gobiernos llegaron a un acuerdo después de numerosas ne-
gociaciones: las autoridades portuguesas se comprometieron a organizar la salida del 
país hacia Francia de 65.000 trabajadores cada año. No obstante, durante un período 
de transición que se extendería por un año, las autoridades francesas podrían seguir 
regularizando la situación de los inmigrantes clandestinos portugueses (hasta un máxi-
mo de 65.000 trabajadores). De este modo, el gobierno francés evitaría interrumpir la 
corriente migratoria tan deseada por su presidente, a la vez que podría verificar la bue-
na voluntad y el correcto funcionamiento del Secretariado Nacional da Emigração. Aunque 
las autoridades portuguesas desconfiaban de dicho período de transición, pues consi-
deraban que no iba a animar a que los trabajadores portugueses emigrasen de forma 
legal, acabaron aceptando esa medida temporal. Por otro lado, el trato permitió a la 
delegación portuguesa obtener ciertas ventajas, como la ampliación de los derechos 
sociales que beneficiarían a los trabajadores lusos residentes en Francia o la inclusión 
de Cabo Verde en el marco del acuerdo sobre mano de obra, que fue firmado por fin 
el 29 de julio de 1971 y entró en vigor el 1 de septiembre de ese mismo año. 

No obstante, los principales impulsores de la nueva política migratoria eran 
conscientes de que no iba a ser posible encauzar tan rápidamente los flujos migrato-
rios de los portugueses que se dirigían hacia Francia. Durante una reunión celebrada 
entre los responsables del Secretariado Nacional da Emigração y los del Serviço Nacional do 
Emprego el 29 de enero de 1971, ya se había constatado que:  

 
nossos serviços poderão ter vantagem numa adaptação progressiva a recrutamentos maciços 

e muitas dificuldades se todas as exigências passassem, dum momento para o outro, a terem de 
ser satisfeitas com rigorismo; mais importante ainda seria a segura conquista da confiança dos 
emigrantes que uma mudança brusca pode impedir ou pelo menos contrariar. Assentou-se [du-
rante la reunión entre los responsables del Secretariado Nacional da Emigração y los del Serviço 
Nacional do Emprego] que, embora as medidas a adoptar pelos franceses para contrarariarem a 
emigração clandestina possam ser escalonados no tempo, há toda a vantagem no estabelecimento 
prévio dum limite para abolição completa da clandestinidade84  

 
El Secretario Nacional para la Emigración conocía perfectamente los inconve-

nientes que podrían derivarse de una interrupción demasiado brusca de las salidas 
clandestinas del país y sabía que la “emigração clandestina não acabará bruscamente”85 
[“la emigración clandestina no va a terminar de repente”]. Además, un sector del go-
bierno era reacio a que se organizase un proceso de emigración masiva, que podría 
———— 

84 [nuestras autoridades podrán obtener ventajas si se lleva a cabo una adaptación progresiva a la nueva política de 

contrataciones masivas. Por el contrario, se van a encontrar con muchas dificultades si pretenden cumplir a rajatabla y de 

un día para otro con todas las exigencias. Por ahora, lo más importante es ganarse la confianza de los emigrantes poco a 

poco, y no hacer cambios bruscos que puedan llegar a impedir o, por lo menos, a dificultar [dicha confianza]. Se ha 

decidido [durante dicha reunión entre los responsables del Secretariado Nacional da Emigração y los del Serviço 

Nacional do Emprego] que, aunque las medidas que van a adoptar los franceses para desincentivar la migración clandes-

tina puedan tomarse de forma escalonada, lo más ventajoso sería establecer previamente un plazo dentro del cual deberá 

interrumpirse la emigración clandestina]. Acta de la reunión presidida por el Secretario Nacional de la Emi-
gración, Américo Sáragga Leal, 29 de enero de 1971, AHE (Arquivo Histórico da Emigração), 1.4/1. 

85 Ibidem. 



España como país de tránsito. El caso de la emigración portuguesa hacia Francia 109

causar acritud en los reductos más conservadores del país: la emigración en condicio-
nes de clandestinidad seguía conservando la ventaja de librar al gobierno portugués de 
sus responsabilidades al respecto. Por lo tanto, los proyectos elaborados por el Secreta-
riado Nacional da Emigração consistieron en conseguir dos objetivos principales: acabar 
progresivamente con la concorrência86 [competencia] de las redes clandestinas de tráfico 
fronterizo —por medio de la reducción de los plazos del proceso de contratación y de 
la expedición de pasaportes para los futuros emigrantes— y, sobre todo, conseguir 
que tanto los emigrantes como quienes tenían la intención de emigrar en un futuro 
depositasen su confianza en las autoridades portuguesas.  

A pesar de todo, el gobierno portugués intentó conseguir el monopolio del con-
trol de la circulación transnacional de sus emigrantes que hasta entoces había evitado 
asumir y, para lograrlo, la cooperación de las autoridades españolas volvía a ser un 
asunto fundamental. El gobierno luso esperaba sacar partido de la mejora de las rela-
ciones diplomáticas entre ambos países y de un cambio de autoridades que podría fa-
vorecer la superación de las tensiones que se habían acumulado entre España y Portu-
gal entre 1965 y 1968. La llegada de Caetano al poder supuso un período de cierta 
efervescencia en las relaciones diplomáticas ibéricas; el nuevo presidente del Consejo 
portugués mantenía buenas relaciones con Laureano López Rodó, una de las figuras 
principales de la elite dirigente española. En enero de 1969, Caetano cesó a Franco 
Nogueira —cuya gestión era poco apreciada en Madrid— y, a partir de entonces, se 
multiplicaron las visitas de ministros españoles a Portugal y viceversa. También algu-
nos de los jóvenes secretarios y subsecretarios de Estado portugueses mantenían bue-
nas relaciones tanto con López Rodó como con los ministros tecnócratas españoles. 
Los viajes oficiales y los intercambios diplomáticos llegaron a ser tan frecuentes en 
aquella época que, en el mes de abril de 1971, Gregorio López Bravo —el Ministro 
de Asuntos Exteriores español— le comentó a Laureano López Rodó que:  

 
en los próximos meses debe limitarse el excesivo número de viajes de personalidades españo-

las, pues empieza a haber en la opinión portuguesa una cierta reacción, a la que algunos elemen-
tos de aquel gobierno califican de ‘invasión’87. 

 
El problema de la emigración clandestina se abordó varias veces con ocasión de 

las reuniones que mantuvieron los dirigentes de ambos países. Durante su primer 
encuentro con José Giménez-Arnau—el embajador español en Lisboa a partir de 
1969—, Marcelo Caetano se refirió a la emigración portuguesa, tema suscitado cuando fue alu-
dida la película “Le voyage du silence”88 que aborda dicho problema89. El sucesor en el cargo 
———— 

86 Ibidem. 
87 Carta del Ministro de Asuntos Exteriores, GREGORIO LÓPEZ BRAVO, al Ministro y Comisario 

del Plan de Desarrollo, Laureano López Rodó, 24 de abril de 1971, AMAE R 10286/5. 
88 Película dirigida por CHRISTIAN DE CHALONGE, conocida también con el título de O Salto y 

exhibida en las pantallas durante 1968. En esta película se relata el viaje clandestino de un joven portu-
gués a través de España y puede verse cómo agentes de la Guardia Civil disparan contra los emigrantes 
clandestinos portugueses cuando éstos están tratando de atravesar los Pirineos. En la película aparecen 
también los barrios de chabolas en los que se instalaban los portugueses en la periferia de París, así 
como los diferentes tipos de explotación a los que se veían sometidos los portugueses en Francia.  

89 Informe del Embajador español en Portugal, JOSÉ GIMÉNEZ-ARNAU, al Ministro de Asuntos 
Exteriores, FERNANDO MARÍA CASTIELLA, 5 de mayo de 1969, AGA 54/6634. 
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de Alfredo Rodrigues dos Santos Júnior — António Gonçalves Rapazote— intentó 
conseguir que las autoridades españolas retomasen la persecución de portugueses 
indocumentados, retomando los contactos con el Ministerio de la Gobernación a 
cuyo frente, desde 1969, se encontraba Tomás Garicano Goñi y en mayo de 1970, 
los responsables de las policías políticas española y portuguesa se reunieron en Lis-
boa. Allí, la policía política portuguesa redactó un borrador que trataba de impedir la 
emigración clandestina a partir de este momento, de rechazar en la frontera al individuo indocumen-
tado y en caso de que aparezca en cualquier punto del territorio un emigrado clandestino, no docu-
mentarlo90. Ese tipo de conversaciones entre los cuerpos de la policía política de am-
bos países se reforzaron después de que Rui Patrício, el Ministro de Asuntos 
Exteriores portugués, realizase una visita a Madrid en julio de 1971, en la que Patrí-
cio solicitó en el Palacio de Santa Cruz que España cesase de ofrecer facilidades a los 
portugueses que no tuviesen pasaporte. 

Durante otra reunión de trabajo, dos diplomáticos portugueses le explicaron a 
sus homólogos que: 

 
se a entrega de salvos condutos aos emigrantes clandestinos portugueses que se dirigem para 

a França, teria tido tempos atrás e da parte espanhola razões que a expliquassem, a situação 
agora é diferente tendo em conta a nova orientação da nossa política emigratória. Aquela prática, 
a continuar a ser seguida, constituirá sempre um atractivo para a emigração clandestina, quanto 
mais não seja para se evitarem as formalidades e demoras que a emigração legal implica, isto par-
ticularmente no que respeita aos emigrantes das regiões vizinhas das fronteiras. Os espanhóis es-
tariam assim a contribuir para que muitos portugueses emigrassem clandestinamente quando o 
podem fazer legalmente, isto com prejuízo dos interesses do próprio emigrante, pois é sabido que o 
clandestino é sempre mais facilmente explorável pelos patrões. Por outro lado, uma cooperação es-
panhola nesta matéria é condição importante para o bom funcionamento do acordo sobre emigraç-
ão que recentemente assinámos com a França91. 

 
El objetivo que perseguían los diplomáticos portugueses —señalando la situación 

de vulnerabilidad en la que las políticas previas aplicadas por el gobierno portugués colo-
caban a los emigrantes— conllevaba una crítica implícita a la instrumentalización de la 
emigración clandestina que habían practicado las autoridades portuguesas hasta 1968.  

Por su parte, las autoridades españolas accedieron a dicha petición: a partir del 1 
de septiembre de 1971 (el día en que entraba en vigor el tratado que Portugal había 
———— 

90 “Normas de colaboración entre las policias portuguesa y española”, borrador sin autor, 25 de 
mayo de 1970, AGA 54/6636. 

91 [si bien la entrega de pases por parte de las autoridades españolas a los emigrantes clandestinos portugueses que 

se dirigen a Francia se justificaba hasta hace algún tiempo, ahora la situación, gracias a la nueva orientación de nuestra 

política migratoria, es distinta.Si las autoridades españolas persisten en dicha práctica, los portugueses se seguirán incli-

nando hacia la emigración clandestina (aunque sólo sea para ahorrarse las formalidades y los retrasos que conlleva la 

emigración legal), especialmente los emigrantes procedentes de las regiones fronterizas con España. Los españoles estarían, 

de este modo, contribuyendo a que los portugueses emigrasen de foma clandestina cuando pueden hacerlo de manera legal, 

en perjuicio de los propios emigrantes, pues es bien sabido que los patrones pueden explotar con más facilidad a los emi-

grantes que se encuentran en una situación irregular. Por otro lado, la cooperación española en esta materia es una condi-

ción importante para que el tratado sobre emigración que acabamos de firmar con Francia funcione adecuadamente]. 
Informe sobre la visita del Ministro de Asuntos Exteriores portugués a Madrid escrito por TOMAZ 

BREYNER ANDRESEN, 26 de julio de 1971, ANTT/PC/AMC (Arquivo Nacional – Torre do Tom-
bo/Presidência do Conselho/Arquivo Marcello Caetano), caja 903. 
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firmado con Francia), las autoridades españolas comenzaron de nuevo a detener a los 
emigrantes clandestinos portugueses que transitaban por su territorio, dejaron de ex-
pedirles pases y volvieron a expulsarles de España de regreso a Portugal. El gobierno 
portugués confiaba en poder así sustituir un tipo de emigración predominantemente 
clandestina por una emigración controlada; un marco en el que sólo pudieran emigrar 
aquéllos que tramitasen su salida del país a través de las instituciones del Estado. El 
efecto causado por la reanudación de la persecución de emigrantes clandestinos portu-
gueses por parte de las autoridades españolas no se hizo esperar: mientras que el 27 
de agosto de 1971 se habían presentado 671 portugueses sin pasaporte ante las auto-
ridades francesas en Hendaya, el 7 de septiembre ya sólo se presentaron 2992. 

Por su parte, el gobierno portugués orquestó una nueva campaña de prensa con 
el propósito de disuadir a sus ciudadanos de emprender la emigración por vías ilíci-
tas. Los periódicos comenzaron a hacerse eco de noticias procedentes de Irún que 
señalaban que las policías francesa y española enviarán de regreso a Portugal a todos los trabaja-
dores que no dispongan de pasaporte93. El 30 de septiembre de 1971, el Secretariado Nacional 
da Emigração difundió el siguiente comunicado:  

 
las medidas adoptadas por parte de las autoridades francesas en aplicación del tratado fir-

mado recientemente con Portugal —un acuerdo que prohíbe el ingreso en Francia de cualquier 
persona que se encuentre en una situación de ilegalidad y al que en su momento se dio toda la pu-
blicidad que se consideró oportuna—, así como las disposiciones adoptadas por las autoridades 
españolas en el mismo sentido, son la causa de que recientemente se hayan producido una serie de 
situaciones lamentables de las que han sido víctimas todas las personas que han intentado emi-
grar de forma clandestina. El Secretariado Nacional da Emigração, que ha venido alertando a 
la opinión pública por medio de la prensa, la radio y la televisión, sobre los peligros a los que se 
expondrá cualquiera que decida emigrar clandestinamente, se está haciendo cargo de dicho asunto 
con objeto de que se tomen las medidas que se estimen necesarias para la repatriación de los tra-
bajadores que no dispongan de medios para regresar al país94.  

 
Este propósito era, en cierta medida, falso, ya que las autoridades francesas no 

se habían comprometido a hacerse cargo del regreso inmediato de los portugueses 
sin documentos, así que el día 1 de octubre el Ministerio de Asuntos Exteriores fran-
cés redactó otro comunicado, en respuesta al que había sido difundido por el Secreta-
riado Nacional da Emigração. En dicha aclaración se podía leer que: 

 
los acuerdos sobre mano de obra entre Francia y Portugal están, en efecto, encaminados a 

reemplazar la emigración clandestina por la contratación de trabajadores directamente en Portu-
gal. Pero, por supuesto, ni qué decir tiene que la inversión de esa tendencia tendrá que producirse 
de forma progresiva y en un marco de respeto a los individuos (…). Aún no se ha promulgado 
ninguna directiva en relación a la posible expulsión de súbditos portugueses hasta la frontera95. 

———— 

92 Informe del Director adjunto de la Policía del Aire y de las Fronteras al Director de la Regla-
mentación del Ministerio del Interior, septiembre de 1971, CAC, n° 19880312, artículo 16. 

93 Telegrama del Embajador francés en Portugal, JACQUES TINÉ, al Ministro de Asuntos Exterio-
res, Maurice Schumann, 29 de septiembre de 1971, CAC, n° 19790259 artículo 1. 

94 Telegrama del Embajador de Francia en Portugal, JACQUES TINÉ, al Ministro de Asuntos Exte-
riores, Maurice Schumann, 30 de septiembre de 1971, CAC, n° 19790259 artículo 1. 

95 Telegrama de la Dirección de Acuerdos Administrativos y de Asuntos Consulares al Embaja-
dor de Francia en Portugal, JACQUES TINÉ, 1 de octubre de 1971, CAC, n° 19790259, artículo 1.  
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La censura portuguesa impidió que dicha aclaración se publicase en Portugal, 
pero la explicación sí se publicó, en cambio, en la prensa francesa. 

Por otro lado, el celo de la policía española duró poco: el 15 de octubre de 1971, 
el embajador francés en España señalaba que las autoridades españolas en los últimos 
tiempos han relajado claramente el grado de control y, hoy por hoy, se oponen con menos firmeza [al 
paso clandestino de portugueses en dirección a Francia] de lo que se oponían a principios 
del mes de septiembre96. Las autoridades españolas no parecían poder ni querer cambiar 
de actitud en relación a los emigrantes clandestinos portugueses, ya que aún subsistí-
an las mismas razones que les habían impulsado a tolerar su presencia en territorio 
español (coste de la persecución y represión de los emigrantes, aumento de las redes 
de tráfico clandestino, etcétera), a lo que había que añadir que las relaciones hispano-
lusas aún no se habían apaciguado del todo. Como demostraba el comentario de 
López Bravo, un sector del gobierno portugués aún albergaba reticencias sobre los 
proyectos de acercamiento económico que, en ambos países, pretendían favorecer 
los sectores tecnócratas. La administración lusa conservaba ciertos tics proteccionis-
tas al respecto de la importación de productos españoles: por ejemplo, en 1970, 
había estallado la guerra de las muñecas, cuando las autoridades portuguesas se negaron 
a conceder licencias de importación a las muñecas que se producían en España. En 
términos generales, al gobierno español no le resultaba rentable el apoyo que brindaba 
a Portugal para la represión de sus emigrantes clandestinos. En cualquier caso, si 
bien no parece que la diplomacia francesa presionase al gobierno español para que 
éste permitiese transitar por su territorio a los portugueses desprovistos de pasapor-
te, podríamos llegar a suponer fundadamente que para España era más importante 
complacer a Francia que a Portugal, pues Francia constituía un importante socio 
económico para España97.  

Así, las pretensiones compartidas por una parte de la administración portuguesa 
de que se respetasen las leyes en materia de emigración se redujeron a la nada o, más 
bien, las autoridades lusas podían contar exclusivamente con sus propios esfuerzos 
para lograrlo. Hasta 1974, un alto porcentaje de los emigrantes que se dirigieron 
hacia Francia continuaron saliendo del país de forma irregular ya que, en realidad, 
tanto los potenciales emigrantes —generalmente varones jóvenes que huían del ser-
vicio militar— como el Estado portugués —entre cuyas autoridades aún había mu-
chos individuos que se oponían al fenómeno de la emigración—, encontraban más 
ventajas a la emigración clandestina que a la legal. Y, de cualquier modo, a esto se 
añadió que, a partir de 1972, se redujo el volumen de la emigración hacia Francia 
mientras que la emigración de portugueses hacia Alemania —que, por regla general, 
se llevaba a cabo de forma legal— aumentó. Algunos de los factores que contribuye-
ron a la disminución del volumen total de la emigración fueron el drástico descenso 
de la población rural —vinculado, hasta cierto punto, con un descenso general en la 
población portuguesa que se registró entre los censos de 1960 y 1970— y el aumento 
de los salarios en Portugal.  

———— 

96 Informe del Embajador francés en España, ROBERT GILLET, al Ministro de Asuntos Exterio-
res, Maurice Schumann, 15 de octubre de 1971, CAC, n°19880312, artículo 16. 

97 Véase SANCHEZ SANCHEZ, E.: Rumbo al Sur. Francia y la España del desarrollo, 1958-1969. Conse-
jo Superior de Investigaciones Cientificas, Madrid: 2006. 
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Con este trabajo, centrado en la reconstrucción del papel que jugaron las autori-
dades españolas en la corriente migratoria portuguesa de las décadas de 1960 y 1970, 
esperamos haber contribuido al estudio de la historia de España en tanto que país de 
migraciones (emigración/inmigración/tránsito), así como a la deconstrucción de 
algunas de las cuestiones relacionadas con las migraciones clandestinas, irregulares o 
ilícitas. Tanto la postura que adoptaron las autoridades españolas, como la que asu-
mieron las autoridades portuguesas y las francesas, demuestran que los Estados son 
capaces de servirse de los movimientos clandestinos —unos flujos que no tienen por 
qué ir, obligatoriamente, en contra de sus propios intereses— y que estos mismos 
Estados pueden optar por no reprimir las migraciones irregulares cuando el coste 
derivado del endurecimiento de las leyes es demasiado elevado y conlleva numerosos 
efectos perversos.  
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